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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Dictámenes correspondientes a la Primera Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

1° de marzo del año 2017.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con relación a 3 Iniciativas con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteadas por el Ejecutivo del Estado.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, con relación a las observaciones realizadas por el Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Decreto 720 de fecha 20 de diciembre de 2016, mismo que contiene la adición de diversas disposiciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 83 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.


C.- Dictamen presentado por la Comisión de Hacienda, con relación a un oficio enviado por el Director del Instituto Coahuilense del Catastro y la Información Territorial, mediante el cual solicita una reforma al Decreto 667 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de diciembre de2016, en el cual se autorizó las Tablas de Valores de Uso de Suelo y Construcción del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, para el ejercicio fiscal 2017, parase incluyan dos congregaciones en virtud que se omitió integrarlas a las tablas de valores de uso de suelo y construcción del presente ejercicio fiscal.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito dos bienes inmuebles; el primero con una superficie de 13,160.36 M2., y el segundo con una superficie de 3,904.63 M2., ubicadas en el Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de centros educativos de nivel preescolar, primaria y secundaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 442 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,808.27 M2., ubicada en la colonia Sierra Blanca, de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 440 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 8,113.01 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de dos centros educativos; uno de nivel preescolar y otro de nivel primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 443 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud, el cual fue desincorporado con Decreto número 460 publicado en el Periódico Oficial de fecha 28 de junio de 2016.

H.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso en su modalidad de subasta pública, un bien inmueble con una superficie de  23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, a favor del C. Francisco Javier Navarro Galindo, con el objeto de que el producto de la venta realizada deberá destinarse única y exclusivamente en servicios públicos municipales, el cual fue desincorporado con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial de fecha 29 de noviembre de 2016.
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las iniciativas de decreto que reforman la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteadas por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que por instrucción de la Presidencia de la Mesa Directiva, el día 12 de octubre de 2016, fue turnado a estas Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública: una iniciativa de decreto que reforma la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 20 de octubre de 2016, fue turnado a estas Comisiones Unidas: una iniciativa de decreto que reforma la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza.

TERCERO.- Que el día 16 de enero del presente año, por instrucción de la Presidencia de la Mesa Directiva, se turnó a las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública: la iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.

CUARTO.- Que en cumplimiento a dichas instrucciones, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública las tres iniciativas a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen. 
QUINTO.- Que en virtud de que las tres iniciativas planteadas por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza y que fueron turnadas a estas Comisiones Unidas, corresponden a reformas de las mismas leyes, por economía procesal legislativa se acumularán en un solo decreto y se emitirá un solo dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, son competentes para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que las iniciativas de decreto que reforman la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscritas por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en la siguiente:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Iniciativa turnada el 12 de octubre de 2016
Dentro de los principales objetivos y estrategias contenidos en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, concretamente en el eje rector 1 “Un Nuevo Gobierno”, están el de ubicar a Coahuila como una entidad líder en transparencia y rendición de cuentas, mediante la aplicación de estrategias tendientes a fortalecer el marco institucional y los mecanismos establecidos en  estas materias. 

Para atender a estos compromisos de la administración y a fin de asegurar que las prioridades y los programas de gobierno respondan a las demandas y aspiraciones de la sociedad, en esta reforma se contempla la figura del testigo social, con el propósito de propiciar la participación activa y permanente de la sociedad civil a fin de que ésta pueda evaluar los procesos de la acción gubernamental, como un mecanismo adicional para fortalecer la transparencia en las contrataciones gubernamentales.

Los testigos sociales son miembros de la sociedad civil que participan dentro de los procesos de adjudicación como observadores externos. Se entiende por observadores externos o testigos sociales aquellos que son ajenos a las autoridades vinculadas con el procedimiento de licitación y a las autoridades de control, por ejemplo un ciudadano independiente o aquellos integrantes de cualquier organismo no gubernamental.

La ventaja de la participación de observadores externos en los procesos de contratación de las adquisiciones de bienes, arrendamiento de bienes muebles y la contratación de servicios, así como en la contratación de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, es la de contar con un mecanismo ciudadano para verificar que las autoridades lleven a cabo los procesos de adjudicación de manera adecuada, inhibiendo posibles actos de corrupción. 

Para lograr obtener la certificación como testigo social, los interesados deberán cumplir con ciertos requisitos, tales como ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos, o extranjero cuya condición migratoria permita desarrollar esta función, no tener antecedentes penales, no estar activo como servidor público en ninguno de los niveles de gobierno, no haber sido sancionado ni inhabilitado como servidor público, comprobar que cuenta con experiencia en materia de contrataciones gubernamentales y haber cumplido con el programa de capacitación en materia de contratación de adquisiciones, arrendamiento de bienes muebles, servicios, obra pública o servicios relacionados con la obra pública del Órgano de Control.

La asignación de los testigos sociales a los distintos actos es facultad del Comité de Designación de Testigos Sociales, de conformidad a los lineamientos que para tal efecto se expidan. El testigo social podrá participar con derecho a voz, en cualquiera de los eventos de contratación que lleven a cabo las dependencias y entidades, a petición de éstas o a petición de los propios testigos sociales, en cuyo caso las dependencias o las entidades no podrán impedir su participación. En cualquiera de los supuestos, las dependencias y entidades proporcionarán oportunamente todas las facilidades y documentación inherente a los procesos de contratación, que soliciten los testigos sociales, salvo la considerada como reservada o confidencial en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila.

Durante su participación, los testigos sociales podrán proponer, mejoras para fortalecer la transparencia, imparcialidad y el cumplimiento de las disposiciones legales en materia de adquisición de bienes, contratación de servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas de acuerdo a su experiencia y considerando las disposiciones legales o administrativas vigentes, los aspectos que mejoren el trato igualitario, la calidad, precio, así como acciones que promuevan la eficiencia, eficacia y transparencia e imparcialidad de las contrataciones.

El testigo social deberá emitir un testimonio al final de su participación en los procesos de contratación en el que incluirá sus observaciones y en su caso recomendaciones, el cual será un documento público, del que entregará un ejemplar al Órgano Estatal de Control y además será publicado en la página de internet de la dependencia o entidad que corresponda.

En este mismo sentido, resulta imprescindible revisar y actualizar el marco normativo en materia de adquisiciones de bienes, arrendamiento de bienes muebles y contratación de servicios, para que se garantice el manejo transparente de la asignación de los recursos.

En atención de lo anterior, se incluye en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza una nueva  modalidad de subasta electrónica inversa, procedimiento mediante el que desaparece la relación personal entre proveedores y gobierno, para la contratación de bienes o servicios comunes, y donde los proveedores tienen la posibilidad de ofertar diferentes precios a la baja, para convertirla en una adjudicación virtual a través de medios de difusión electrónicos, misma que se formaliza con el contrato correspondiente, obteniendo el estado, una mayor transparencia en las licitaciones, procesos más eficientes y generación de importantes economías presupuestales.

Para llevar a cabo este procedimiento, las dependencias y entidades preparan el proceso de contratación al igual que se tratará de una licitación pública, elaborando la convocatoria y las bases de la licitación, conforme a la presente Ley, debiendo programar y ejecutar los distintos actos, junta de aclaraciones, presentación y apertura de proposiciones, fallo y firma de contratos.

En esta modalidad por tratarse de una licitación pública electrónica, exclusivamente se permitirá la participación de los licitantes a través del medio electrónica que establezca el Órgano de Control, de tal forma que la o las juntas de aclaraciones, el acto de presentación y apertura de proposiciones y el acto de fallo, sólo se realizarán a través de este medio y sin la presencia de los licitantes en dichos actos.

Las dudas o la solicitud de aclaraciones de los licitantes, serán atendidas en las fechas y dentro de los horarios establecidos por la convocante en las bases de la licitación.

Las propuestas recibidas en el acto de presentación y apertura de proposiciones se bajan del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control para su envío, se someten a revisión para comprobar el cumplimiento de los requisitos y documentos solicitados y su resultado se anota en el acta correspondiente a este acto, se registra el importe de cada una de las partidas propuestas, por cada uno de los licitantes, clasificándolas en orden ascendente, iniciando con la que haya ofertado el precio menor, mismo que será el máximo al que podrá ser adjudicado el contrato respectivo.

Durante un plazo máximo de veinticuatro horas posteriores a la fecha y hora en que las propuestas fueron recibidas, se someten a una evaluación detallada de los requisitos legales, técnicos y económicos solicitados, desechando las propuestas que no cumplan y declarando solventes las que si cumplieron, para hacerlas del conocimiento de los licitantes a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control para esta modalidad, a efecto de que conozcan las partidas propuestas por ellos que resultaron solventes.

Por lo menos un minuto antes de la hora señalada para el inicio de la presentación de las ofertas electrónicas inversas, se envía aviso a los licitantes calificados para participar, comunicando el precio solvente más bajo ofertado en el acto de presentación y apertura de proposiciones y si la oferta será ascendente o descendente, para que en el período de tiempo preestablecido y determinado hagan sus pujas.

La oferta electrónica inversa,  inicia con un monto de salida definido por la unidad compradora, los participantes pueden realizar pujas a la baja, no hay límite de pujas para cada participante ni tampoco un orden de participación, la dependencia o entidad  puede definir decrementos mínimos entre cada oferta de los licitantes las cuales aplican de manera individual, se consideran incrementos de tiempo automatizados al presentar ofertas en los últimos minutos lo que imposibilita ofertas de último segundo sin posibilidad de reacción por la competencia, el ganador de la oferta electrónica inversa es aquel que realiza la puja más baja, la oferta electrónica inversa concluye cuando durante los últimos minutos ya no se reciben ofertas de los participantes, por lo que aunque al inicio se define una hora de inicio y una de fin, este periodo podrá prolongarse dependiendo de la participación de los ofertantes. 

Con este proceso de subasta electrónica inversa, son los potenciales proveedores los que compiten entre ellos durante intervalos de tiempo prefijados, ofertando los precios de los suministros o los servicios a la baja, mejorando el precio de sus competidores durante la subasta.

Las dependencias y entidades obtendrán como beneficio, mayor ahorro económico como fruto de la competitividad entre los proveedores, mayor grado de transparencia, los proveedores ofertan exclusivamente por el bien o por el servicio sin que posibles acuerdos derivados influyan en la adjudicación, negociación simultánea con varios proveedores; ahorro de tiempo, ya que obtener el mejor precio a través de una negociación tradicional puede durar días, con el uso del portal de subasta inversa solo durará unos minutos.

Es una herramienta más a disposición de las dependencias y entidades, que puede emplearse en caso de resultar conveniente y necesaria, sin que esto impida se lleven a cabo las operaciones de compra y contratación de servicios en la forma normal.

Por lo que hace a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila De Zaragoza, contempla nuevos requisitos de carácter técnico para la preparación e integración de las propuestas técnicas y económicas de los licitantes, que darán mayor certeza y seguridad a las dependencias y entidades para llevar a cabo la evaluación de sus propuestas y la asignación de los contratos.

Dichos requisitos se refieren a la experiencia, capacidad técnica y económica de los licitantes para llevar a cabo la obra concursada a fin de asegurar la calidad y continuidad de los trabajos, otros de los requisitos consisten en la comprobación de que los licitantes cuenten con la maquinaria y equipo necesarios para ejecutar los trabajos y la experiencia técnica y profesional del personal a su servicio, la inclusión de  programas de seguridad e higiene y programas de avance físico y financiero para facilitar la función de supervisión. 

Del mismo modo, para garantizar el cumplimiento de contratos y la calidad de los trabajos, materiales y vicios ocultos se regula la garantía, para que sea únicamente mediante fianza otorgada por instituciones mexicanas debidamente autorizadas en el país.

Iniciativa turnada el 21 de octubre de 2016

El Plan Estatal de Desarrollo en su eje rector relativo a un nuevo gobierno, se propone la implementación de un gobierno transparente, con objeto de ubicar a Coahuila como una entidad líder en transparencia y rendición de cuentas, por lo cual, con esta iniciativa se propone modificar el marco normativo del estado para el cumplimiento de la estrategia relativa a revisar y actualizar el marco normativo en materia de licitaciones y obra pública para que permita el manejo transparente en la asignación de los recursos.

En este sentido, en Coahuila de Zaragoza se han emprendido diversas acciones legislativas, procurando hacer más eficiente la administración de los recursos públicos con el establecimiento de controles para las empresas que se relacionen con el gobierno, entre éstas, el Congreso del Estado aprobó una iniciativa de reforma de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de incorporar la figura del manifiesto de no conflicto de intereses, como requisito indispensable para los proveedores y contratistas.
Es necesario, por lo tanto, la adecuación de las disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de crear un mecanismo que permita verificar en forma previa a la asignación de los recursos públicos, que los proveedores y contratistas que pretenden establecer una relación comercial con el estado, son empresas de las cuales se puede comprobar su existencia, que cuenten con una amplia experiencia que los respalde en el rubro que pretendan concertar negociaciones con la administración pública, y que además de ello, cumplen con todos los requerimientos de las leyes de la materia.

En este sentido, es necesario modificar las disposiciones relativas a los Padrones de Proveedores y de Contratistas, así como de los Certificados de Aptitud con el que deben de contar las personas físicas y morales que pretendan celebrar contratos con las dependencias estatales y los municipios, complementándolas a fin de que se fortalezca el mecanismo de verificación de los requisitos y datos que las empresas aporten al solicitar su inscripción o refrendo de ésta en el padrón, por lo cual se propone incorporar las modificaciones siguientes:

· El Órgano de Control deberá verificar en forma espontánea el domicilio fiscal y las instalaciones del solicitante, así mismo verificar infraestructura, maquinaria, personal capacitado y demás que considere importantes para la evaluación de las solicitudes.

· Si la evaluación antes referida no fuera permitida por el solicitante o su personal, el trámite será cancelado y en el caso de ser posterior a la emisión del Certificado de Aptitud, éste deberá ser cancelado en el Padrón de Proveedores o de Contratistas de la Administración Pública Estatal.

· A la información y documentos mínimos que deben presentar las personas físicas y morales interesadas en inscribirse en el Padrón de Proveedores o de Contratistas se adiciona lo siguiente:

· Presentar identificación oficial y currículum vitae con fotografía del o los representantes y/o apoderados legales.
· Acreditar haber cumplido con las declaraciones que exigen las disposiciones de orden fiscal o administrativo y Seguridad Social.

· Presentar una relación de las empresas del sector privado y de las dependencia o entidades de los tres órdenes de gobierno, de las cuales sean o hayan sido proveedores o contratistas.

· La georreferenciación de los domicilios de las sociedades o asociaciones o personas físicas solicitantes, así como fotografías del interior y exterior de la empresa, negociación o establecimiento comercial.

· Las personas físicas además de acreditarse con su acta de nacimiento deberán presentar identificación oficial, así mismo deberán exhibir currículum vitae con fotografía.
· Se establece la obligación para los solicitantes de anexar los documentos señalados a su solicitud de inscripción.

· El término para resolver sobre la inscripción en el padrón podrá prorrogarse por diez días más.

· Al presentar la solicitud de refrendo, ésta deberá ser acompañada con información y documentos actualizados.

Entre las modificaciones propuestas sobresale la obligación del órgano de control de verificar el domicilio fiscal y las instalaciones del solicitante, lo que se hará constar mediante el acta correspondiente, esto en las disposiciones vigentes es una facultad potestativa, lo cual implica el riesgo de que dichas verificaciones no se lleven a cabo.

Es importante también resaltar que si quien solicite su inscripción en el Padrón de Proveedores o de Contratistas no permite la verificación el trámite no solo será suspendido, sino que se cancelará, pues resulta incongruente que se presenten datos para su verificación y esta se obstruya por el interesado, lo cual hace presumir que existen vicios en ellos.

En cuanto a la posibilidad de prorrogar el término para resolver sobre la inscripción en el Padrón de Proveedores y en el de Contratistas, ésta obedece a la modificación con la cual deja de ser potestativa la verificación del órgano de control del domicilio del solicitante, sus instalaciones y lo demás que considere importante para la evaluación de las solicitudes de inscripción y el refrendo, pues con ello requerirá de un mayor tiempo para efectuar visitas domiciliarias, cabe señalar que con ésta modificación se suprime, para ambos padrones, que “Transcurrido este plazo sin que haya respuesta, se tendrá por inscrito al solicitante…” con lo cual se fortalece la transparencia en los procesos de inscripción en estos padrones, ya que para cada solicitud de inscripción o refrendo, deberá existir una resolución.

Por último, en cuanto a la solicitud de refrendo de la inscripción en los Padrones de Proveedores y de Contratistas se incorpora que la información y documentos deberán presentarse actualizados, con lo cual se estará en aptitud de conocer las modificaciones del domicilio, así como otras circunstancias que pueden presentar cambios por el transcurso del tiempo.

Iniciativa turnada el 16 de enero de 2016
En el Plan Estatal de Desarrollo Coahuila de Zaragoza se estipula en su Eje rector 2 “Una nueva ruta al desarrollo económico” y específicamente en el Objetivo 2.4 la importancia para nuestro Estado del fomento de la micro, pequeña y mediana empresa, lo anterior a través del fortalecimiento, la constitución, el desarrollo y la consolidación de la micro, pequeña y mediana empresa. Con el fin de favorecer el desempeño económico y la vinculación rentable con los proveedores en el mercado tanto regional como el nacional y externo.

En virtud de las medidas establecidas a nivel federal es importante apoyar a los contratistas y proveedores locales a través de acciones legislativas a fin dar preferencia a los bienes y servicios de procedencia local.

A través de la presente iniciativa se propone el modificar al artículo 17 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza el cual establece que en los procedimientos de contratación de carácter internacional, las Dependencias y Entidades optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos humanos del país y por la adquisición y arrendamiento de bienes producidos en el país, con un margen hasta del diez por ciento de preferencia en el precio respecto de los bienes de importaciones, lo anterior para ser ampliado hasta un quince por ciento de margen de preferencia.

Así mismo, en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza se estipula en su artículo 18 que la convocante deberá tomar en cuenta para la emisión del fallo a los contratistas y proveedores locales, en igualdad de circunstancias en la propuesta técnica, así como a las micro, pequeñas y medianas empresas de la entidad, dándoles un margen de preferencia de hasta el cinco por ciento de su propuesta económica, así también se incrementará el porcentaje hasta el quince por ciento, obteniendo con ello una mayor preferencia.

En ese mismo sentido se propone modificar la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, al efecto de que en igualdad de circunstancias resultare que dos o más proposiciones son solventes porque satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados por la convocante, ésta deberá tomar en cuenta para la emisión del fallo a los contratistas locales, así como a las micro, pequeñas y medianas empresas de la entidad, dándoles un margen de preferencia de hasta el quince por ciento de su propuesta económica.

Es por lo que a través de la presente iniciativa se busca el otorgar un mayor margen de preferencia para los contratistas y proveedores locales, así como para las micro, pequeñas y medianas empresas de nuestra entidad frente a los proveedores nacionales e internacionales, esto al ampliarse el porcentaje de preferencia hasta el quince por ciento, sobre la adquisición y el arrendamiento de bienes y servicios que estas producen. 

Con ello se apoya y protege estrechamente el desempeño de la economía local frente a la economía global, puesto que, en materia de crecimiento económico, es fundamental el diseñarse y aplicarse políticas estatales de fomento económico y desarrollo social, congruentes con las tendencias económicas actuales que fortalezcan el desarrollo de nuestros proveedores y contratistas locales mediante el establecimiento de mecanismos compensatorios que hagan frente a la alza en los precios de los combustibles.

Por su parte se añade en ambas disposiciones normativas el que las empresas o los interesados en participar en los concursos o licitaciones cuenten por lo menos con experiencia en la actividad que desarrollan, ello con el fin de garantizar la pericia, el arraigo y el profesionalismo con el que prestan los productos, servicios y las obras.

Finalmente se propone el acreditar como requisito de quiénes busquen el inscribirse al padrón de proveedores o de contratistas según corresponda el pertenecer y estar al corriente en la Cámara Empresarial correspondiente, así como el estar registrado en el Sistema de Información Empresarial Mexicano (SIEM) a fin de demostrar su legal existencia.

TERCERO.- En reunión celebrada por los integrantes de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, el día 02 de noviembre de 2016, acordaron llevar a cabo Foros de Consulta con las diferentes Cámaras Empresariales del Estado, a efecto de conocer su opinión respecto a las reformas planteadas por el C. Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, a diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El día 15 de febrero del presente año, los diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, realizaron una reunión de trabajo a la que asistieron: el Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Saltillo (CANACO), el Presidente de la Unión de Organismos Empresariales del Centro del Estado de Coahuila (UOECEC) y por parte del Ejecutivo Estatal, como promoventes de la iniciativas, asistieron: el Secretario de Finanzas, la Consejera Jurídica y el Coordinador de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas.

En dicha reunión, se hicieron comentarios y algunas observaciones a las iniciativas planteadas por el Gobernador del Estado y se recibieron los escritos del Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Saltillo (CANACO), del Presidente de la Unión de Organismos Empresariales del Centro del Estado de Coahuila (UOECEC) y de la Cámara de la Construcción de la Unión de Organismos Empresariales de Coahuila Sureste, en los que presentan propuestas respecto a las referidas iniciativas.

La Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Saltillo (CANACO) propuso modificar el artículo 22 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios, en lo concerniente a la evaluación de las solicitudes de inscripción o refrendo del padrón de proveedores, para sustituir la palaba “espontánea” por “directa” o “programada” a fin de evitar la discrecionalidad en dicha evaluación. Asimismo propuso en ambos ordenamientos eliminar como requisito, la fotografía del propietario o representante legal, por motivos de seguridad y privacidad.

La Unión de Organismos Empresariales del Centro del Estado de Coahuila (UOECEC), considera adecuados y necesarios los cambios propuestos en las iniciativas de reforma, sin embargo, propone la creación de un consejo donde participen activamente los organismos de la construcción, como la Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción (CMIC), Cámara Nacional de la Industria de Desarrollo y Promoción de la Vivienda (CANADEVI), Colegio de Ingenieros, Colegio de Arquitectos y comerciantes afiliados a las diferentes cámaras.

La Cámara de la Construcción de la Unión de Organismos Empresariales de Coahuila Sureste, manifestó por escrito su conformidad con las iniciativas planteadas por el Gobernador del Estado, ya que consideran que protege a los constructores de la entidad.

Dichas propuestas fueron analizadas por los integrantes de las Comisiones Unidas y  consideraron procedente incluirlas en el proyecto de decreto de las iniciativas planteadas por el Gobernador del Estado.

CUARTO.- La iniciativa planteada por el titular del Ejecutivo del Estado, turnada el 12 de octubre de 2016, contempla la participación de la sociedad civil en los procesos de licitación mediante la figura del testigo social, fortaleciendo con ello la transparencia en los procesos de contratación gubernamental, mediante la participación activa y permanente de la sociedad como observadores en dichos procesos.

Estos testigos sociales podrán ser las organizaciones no gubernamentales o personas físicas que pertenezcan o no a organizaciones no gubernamentales y deberán contar con el registro correspondiente y que a solicitud de las dependencias y entidades, por acuerdo entre ellas o a solicitud del órgano de control podrán participar con derecho a voz en las contrataciones que se lleven a cabo, y al término de su participación emitirán un documento público que contendrá las observaciones o recomendaciones derivadas del desarrollo de las mismas. Con su participación en dichos actos gubernamentales, tendrá como ventaja la de verificar que las autoridades lleven a cabo los procesos de adjudicación de manera adecuada, descartando posibles actos de corrupción.

Otra innovación que presenta esta iniciativa, es la incorporación del uso de subastas electrónicas inversas en las adquisiciones gubernamentales con las empresas o particulares, las cuales permitirán una mayor transparencia en las licitaciones.

La subasta electrónica inversa es una nueva modalidad de contratación por medio de la cual desaparece la relación personal entre proveedores y gobierno y se convertirá en una adjudicación a través de medios electrónicos, que a diferencia del sistema tradicional, los proveedores o contratistas tienen la posibilidad de ofertar precios a la baja durante el tiempo de la subasta y finalmente se adjudicará el contrato, al precio más bajo o a la oferta económicamente más ventajosa, con ello se promoverá la competencia y el acceso a la información pública mediante el uso de tecnologías de información, ya que se podrá observar las subastas en línea.

En este contexto, afirmamos que con estas medidas el Gobierno del Estado tendrá las herramientas necesarias y un control más eficiente en la aplicación de recursos públicos, al hacer más transparentes y funcionales los procesos de contratación gubernamental.

Respecto a la iniciativa planteada por el Gobernador Constitucional del Estado, turnada el 21 de octubre de 2016, se propicia un mejor y más eficiente control en el manejo de los recursos públicos, estableciendo la obligatoriedad al órgano estatal de control, de verificar la existencia de las empresas que pretendan tener el certificado que los acredite como proveedores o contratistas del Estado, de manera que pueda corroborar el domicilio fiscal, las instalaciones, su infraestructura, maquinaria, personal capacitado y otros que sean necesarios para calificar y avalar los datos proporcionados en las solicitudes; así mismo se pretende reforzar la vigilancia del cumplimiento de sus obligaciones fiscales y laborales y corroborar la experiencia que acredite el giro o actividad principal de la empresa, es decir, la especialidad que requiere para participar en determinada licitación o invitación restringida.

Al modificar las disposiciones relativas al Padrón de Proveedores y Contratistas, que lleva la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, permitirá que las adquisiciones, arrendamientos, prestación de servicios, obra pública o servicios relacionados con las mismas, que se lleven a cabo en el Estado con recursos públicos, se realicen con personas físicas o morales acreditados como proveedores o contratistas calificados previamente por la instancia encargada de avalar que esté todo en regla, brindará certeza jurídica en las contrataciones que se realicen en nuestra entidad. 

Finalmente respecto a la iniciativa que fue turnada el 16 de enero de 2016, planteada por el Lic. Rubén Moreira Valdez, se considera pertinente ya que se propone dar preferencia a las micro, pequeñas y medianas empresas de nuestra entidad y ello propiciará el fortalecimiento a la economía local. 

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y CONTRATACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman las fracciones III y VI del artículo 2, los artículos 17, 18, el cuarto párrafo del artículo 22, las fracciones III, V, VI, VII y VIII y el segundo párrafo del artículo 23, el primer párrafo del artículo 24 y el segundo párrafo del artículo 25; los párrafos segundo, cuarto, quinto y sexto del artículo 42, el párrafo primero del artículo 51, el párrafo primero, el párrafo primero de la fracción III y las fracciones IV, VI, VIII, XIX, XX y XXVIII del artículo 52, el párrafo primero del artículo 54, el párrafo tercero de la fracción II del artículo 55, el párrafo primero del artículo 56, los artículos 57 y 58, el párrafo primero del artículo 59, el artículo 60, el párrafo tercero del artículo 61, el artículo 63, la fracción XIV del artículo 64, el artículo 65, las fracciones II y III del artículo 66, las fracciones VI y VII del artículo 66-A y el párrafo primero de la fracción I del artículo 70; Se adicionan las fracciones XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV al artículo 2, la fracción IX al artículo 23, los párrafos séptimo y octavo al artículo 42, los artículos 43-A, 43-B y 43-C, el párrafo segundo a la fracción III y los párrafos segundo y tercero a la fracción XXXI del artículo 52, los artículos 54-A, 54-B y 57-A, las fracciones I, II, III y IV al párrafo primero del artículo 59, el artículo 59-A, los párrafos cuarto, quinto, sexto y séptimo al artículo 61, el párrafo segundo a la fracción IV y la fracción XXIV al artículo 64, el artículo 65-A, el párrafo tercero al artículo 66; se deroga la fracción XIII del artículo 2, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2.- …

I. y II. … 

III.   Dependencias: Las señaladas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, el Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, incluyendo sus órganos desconcentrados y unidades administrativas adscritas a los Poderes del Estado y los Municipios;

IV. y V. …     

VI. 
Proveedor: Toda persona, debidamente inscrita en el padrón a que se refiere el capítulo tercero de este título, que por virtud del contrato respectivo, tenga obligación de suministrar al estado o municipios, bienes o servicios o proporcionar bienes muebles e inmuebles para arrendamiento. Cuando tengan su domicilio fiscal en Coahuila de Zaragoza, tendrán el carácter de proveedores locales; 

VII. al XII. …

XIII. SE DEROGA.

XIV. … 

XV. Subasta Electrónica Inversa: Modalidad utilizada en las licitaciones   públicas, en la que los licitantes, al presentar sus proposiciones, tienen la posibilidad de que, con posterioridad a la presentación y apertura de sus propuestas técnica y económica vía electrónica,  realicen una o más ofertas inversas de descuentos que mejoren el precio ofertado en forma inicial, sin que ello signifique la posibilidad de variar las especificaciones o características originalmente contenidas en su propuesta técnica;

XVI. Testigo Social: Las personas físicas que pertenezcan o no a organizaciones no gubernamentales, así como las propias organizaciones no gubernamentales, que cuenten con el registro correspondiente ante el Órgano de Control, las cuales a solicitud de las dependencias y entidades, por acuerdo entre ellas y la Secretaría  a solicitud de esta última o del Órgano de Control, podrán participar con derecho a voz en las contrataciones que lleven a cabo las dependencias y entidades, emitiendo al término de su participación un testimonio público sobre el desarrollo de las mismas;

XVII. Investigación de Mercado: La verificación de la existencia de bienes, arrendamientos o servicios, de proveedores a nivel nacional o internacional y del precio estimado basado en la información que se obtenga en la propia dependencia o entidad, de organismos públicos o privados, de fabricantes de bienes o prestadores de servicios, o de una combinación de dichas fuentes de información;

XVIII. Dictamen Técnico: Documento suscrito por el funcionario autorizado por la convocante, en el que se motiva y fundamenta el resultado de evaluación de los requisitos legales, administrativos, técnicos y económicos solicitados a los licitantes que participan en un proceso de contratación;

XIX. Precio Máximo: Límite superior al que puede llegar un precio;

XX. Puja: Término utilizado en las subastas, se refiere a la cantidad que ofrece un licitante para mejorar una oferta de precio;

XXI.  Bienes y Servicios Objetivamente Definidos: Aquellos con patrones de calidad y desempeño definidos objetivamente, determinados por características usuales en el mercado o que han sido estandarizados;

XXII.  Precio no Aceptable: es aquél que derivado de la investigación de mercado realizada, resulte superior en un diez por ciento al ofertado respecto del que se observa como mediana en dicha investigación o en su defecto, el promedio de las ofertas presentadas en la misma licitación;

XXIII.   Criterio de Evaluación Binario: Consiste en la verificación exhaustiva del cumplimiento de los requisitos legales, administrativos, económicos y técnicos solicitados en las bases de la licitación y la comparación de los precios ofertados por cada licitante, la asignación del contrato será a los licitantes que resultan solventes porque cumplen con la totalidad de los requisitos solicitados y oferte el precio más económico;

XXIV. Criterio de Evaluación por Puntos y Porcentajes: Consiste en la verificación exhaustiva de los requisitos legales y técnicos solicitados en las bases de la licitación mediante la asignación de puntos o unidades porcentuales que los licitantes alcancen de acuerdo al grado de cumplimiento de los rubros y subrubros de las propuestas técnicas y económicas que integran la proposición para que sean consideradas como solventes.

La convocante llevará a cabo en primer término, la evaluación de las propuestas técnicas de todos los licitantes participantes y  solo procederá a hacer la evaluación de las propuestas económicas de aquellas proposiciones técnicas que resultaron solventes por haber obtenido la puntuación o unidades porcentuales iguales o superiores al mínimo establecido en las bases de la licitación; la asignación del contrato se hará al licitante que resulte con la mayor puntuación como resultado de la suma de  los puntos  o unidades obtenidas en su propuesta técnica y la obtenida en su propuesta económica; y

XXV. Criterio de Evaluación de Costo Beneficio: Consiste en la evaluación de la información que los licitantes deben presentar como parte de su proposición de acuerdo a lo solicitado en las bases de la licitación y el método de evaluación del costo beneficio que se utilizará, el cual deberá ser medible y comprobable, considerando los conceptos que serán objeto de evaluación, tales como mantenimiento, operación, consumibles, rendimiento u otros elementos vinculados con el factor de temporalidad o volumen de consumo.

La adjudicación del contrato se hará a favor del licitante cuya proposición presente el mayor beneficio neto, mismo que corresponderá al resultado que se obtenga de considerar el precio del bien, del arrendamiento o del servicio, más el de los conceptos que se hayan previsto en el criterio de evaluación.

Artículo 17.- En los procedimientos de contratación de carácter internacional, las Dependencias y Entidades optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos humanos del país y por la adquisición y arrendamiento de bienes producidos en el país, con un margen hasta del quince por ciento de preferencia en el precio respecto de los bienes de importaciones, el caso de concurso para la adquisición de bienes o servicios, en igualdad de condiciones, se dará preferencia a personas con discapacidad o a la empresa que cuente con personal con discapacidad en una proporción del cinco por ciento cuando menos de la totalidad de su planta de empleados, cuya antigüedad no sea inferior a seis meses; antigüedad que se comprobará con el aviso de alta al régimen obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social.

Artículo 18.- Aplicando el principio establecido en el artículo 34 fracción V de la presente Ley, en igualdad de circunstancias en la propuesta técnica, cuando se haya utilizado el criterio de evaluación binario, la convocante deberá tomar en cuenta para la emisión del fallo a los contratistas y proveedores locales, así como a las micro, pequeñas y medianas empresas de la entidad, dándoles un margen de preferencia de hasta el quince por ciento de su propuesta económica, siempre que se garantice el objeto a que se refiere el artículo 43 de esta Ley.

La aplicación del criterio de evaluación binario será procedente en aquellos casos en que la convocante no requiera vincular las condiciones que deberán cumplir los proveedores con las características y especificaciones de los bienes a adquirir o a arrendar o de los servicios a contratar porque éstos se encuentran estandarizados en el mercado y el factor preponderante que considera para la adjudicación del contrato es el precio más bajo. 

Artículo 22.- …  

… 

…

Para la evaluación de las solicitudes de inscripción o refrendo, el Órgano de Control deberá verificar en forma programada el domicilio fiscal y las instalaciones del solicitante, así mismo verificar infraestructura, maquinaria, personal capacitado y demás que relacionadas con la actividad del solicitante que considere importantes para dicha evaluación, lo que se hará constar mediante el acta correspondiente. Lo anterior podrá llevarse a cabo durante la evaluación o inclusive posterior a la emisión del Certificado de Aptitud. Si no fuera permitida por el solicitante o su personal, la evaluación antes referida, el tramite será cancelado y en el caso de ser posterior a la emisión del Certificado de Aptitud, éste deberá ser cancelado en el Padrón de Proveedores de la Administración Pública Estatal. 

Artículo 23.- …

I. y II.
…
III.
Acreditamiento del o los representantes o del o los apoderados legales, así como identificación oficial y su currículum vitae;

IV.
…

V.
Acreditar pertenecer a la Cámara Empresarial correspondiente, contar con el Registro del Sistema de Información Empresarial Mexicano vigente; y haber cumplido con las inscripciones, registros y declaraciones que exigen las disposiciones de orden fiscal o administrativo y Seguridad Social.
VI.
Acreditar mediante la exhibición de los documentos respectivos, que es productor o comerciante legalmente establecido; así mismo, deberán presentar una relación de las empresas del sector privado y de las dependencia o entidades de los tres órdenes de gobierno, de las cuales sean o hayan sido proveedores.

VII. La georreferenciación de los domicilios de las sociedades o asociaciones o personas físicas solicitantes, así como fotografías del interior y exterior de la empresa, negociación o establecimiento comercial.

VIII.
Pagar previamente los derechos establecidos en el ordenamiento correspondiente, y

IX. 
Los demás documentos e información que el Órgano de Control considere pertinentes. 

Las personas físicas deberán acreditarse con su acta de nacimiento e identificación oficial, así mismo deberán exhibir currículum vitae, debiendo cumplir con los requisitos de este Artículo, excepto los de las fracciones II y III.

…

…

…   

…

Artículo 24.- Los interesados presentarán su solicitud con los documentos señalados en el artículo 23 de esta ley ante el Órgano de Control el cual, dentro de un término de veinte días hábiles siguientes a su presentación, resolverá sobre la inscripción en el padrón, este término podrá prorrogarse por diez días más, debiendo expedir el Órgano de Control, el Certificado de Aptitud. 

...

…

…

Artículo 25.- …  

Los proveedores que tengan interés en continuar inscritos en el Padrón, y en su caso, conservar la calidad de Salarialmente Responsable, podrán presentar su solicitud de refrendo ante el Órgano de control, dentro de los treinta días hábiles anteriores al vencimiento de su Certificado de Aptitud, la cual deberá ser acompañada con la información y documentos actualizados y complementarios que procedan, en los términos del artículo anterior.  

…

…

…

…

…

Artículo 42.- …

I. al III. …

El procedimiento de licitación pública nacional, invitación a cuando menos tres personas y adjudicación directa, se ajustarán a lo dispuesto por esta ley.

…

…

Los proveedores que deseen participar en algún procedimiento de contratación, en igualdad de condiciones, deberán contar con experiencia en la actividad que desarrollan, además presentar el manifiesto de no conflicto de intereses y dar cumplimiento al Código de Conducta en los términos de los artículos siguientes.
La licitación pública inicia con la publicación de la convocatoria en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, y se publicará un resumen de la misma por una sola vez en uno de los diarios de mayor circulación en el Municipio y la región en donde haya de ser adquirido o arrendado el bien o prestado el servicio y, en el caso de la invitación a cuando menos tres personas, se inicia el proceso con la entrega de la primera invitación; ambos procedimientos concluyen con la firma del contrato.

Las dependencias y entidades y los municipios del Estado pondrán a disposición pública, a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, la información que obre en su base de datos correspondiente a las convocatorias, bases de las licitaciones y el manifiesto de no conflicto de intereses y, en su caso, sus modificaciones; las actas de las juntas de aclaraciones y de visita a instalaciones, las actas de los actos de presentación y apertura de proposiciones y los fallos de dichas licitaciones o las cancelaciones de éstas, y los datos relevantes de los contratos adjudicados; así como otra información relativa a las materias que regula esta Ley, con excepción de aquella que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea de naturaleza reservada, en los términos establecidos en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila. 

En las licitaciones públicas se podrá utilizar la modalidad de subasta electrónica inversa, siempre que se cumpla con los requisitos establecidos en esta Ley.

Tratándose de licitaciones públicas en las que participen de manera individual micro, pequeñas y medianas empresas nacionales, debidamente constituidas y estratificadas, conforme a la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de las Micros, Pequeña y Mediana Empresa, no se aplicará la modalidad de subasta electrónica inversa de descuento.

Artículo 43-A.- La licitación pública conforme a los medios que se utilicen, podrá ser:

I. Presencial, en la cual los licitantes exclusivamente podrán presentar sus proposiciones en forma documental y por escrito, en sobre cerrado, durante el acto de presentación y apertura de proposiciones, o bien, si así se prevé en la convocatoria a la licitación, mediante el uso del servicio postal o de mensajería.

La o las juntas de aclaraciones, el acto de presentación y apertura de proposiciones y el acto de fallo, se realizarán de manera presencial, a los cuales podrán asistir los licitantes, sin perjuicio de que el fallo pueda notificarse por escrito conforme a lo dispuesto por el artículo 60 de esta Ley;

II. 
Electrónica, en la cual exclusivamente se permitirá la participación de los licitantes a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control comunicaciones producirán los efectos que señala el artículo 43 antepenúltimo párrafo de esta Ley. 

La o las juntas de aclaraciones, el acto de presentación y apertura de proposiciones y el acto de fallo, sólo se realizarán a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control y sin la presencia de los licitantes en dichos actos, y

III. 
Mixta, en la cual los licitantes, a su elección, podrán participar en forma presencial o electrónica en la o las juntas de aclaraciones, el acto de presentación y apertura de proposiciones y el acto de fallo.

Artículo 43-B.- Para la aplicación de la modalidad de subasta electrónica inversa, se atenderá lo siguiente:

I. Se llevará a cabo exclusivamente a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, mediante licitaciones públicas electrónicas, cuando se utilicen los criterios de evaluación binario o puntos y porcentajes conforme a las disposiciones que sobre el uso de dicho medio se encuentren vigentes;

II. Los bienes o servicios objeto de la licitación, deberán tener características técnicas objetivamente definidas, por encontrarse estandarizadas en el mercado;

III. Deberá verificarse, mediante investigación de mercado, que existe competitividad suficiente, al constatar la existencia de al menos cinco licitantes potenciales que cumplen con la capacidad y experiencia requeridas para la contratación, de acuerdo con la naturaleza de la licitación;

IV. El precio de contratación para cada partida o grupo de partidas, deberá estimarse de acuerdo a los resultados de la investigación de mercado;

V. Verificar que se pueda realizar la evaluación legal y técnica de las proposiciones, en un término máximo de veinticuatro horas, contadas a partir de la conclusión del acto de presentación y apertura de proposiciones;

VI. El volumen de los bienes o servicios a licitar, debe resultar conveniente para la convocante, por generar economías a escala, lo cual será determinado por el área contratante;

VII. El número de partidas o grupo de partidas a licitar en cada procedimiento no excederá de los máximos autorizados para su difusión en el medio electrónico establecido por el Órgano de Control;

VIII. Cuando se trate de licitaciones públicas dirigidas a MIPYMES, o cuando de la investigación de mercado se advierta la participación individual de éstas con empresas que por su capacidad de producción o económica representen una competencia desigual, la dependencia o entidad se abstendrá de utilizar esta modalidad;

IX. No se aplicarán precios máximos de referencia;

X. En el acta en la que se haga constar el acto de presentación y apertura de proposiciones recibidas por vía electrónica, el servidor público que presida la licitación pública señalará fecha y hora en la que los licitantes que hayan cumplido con los requisitos legales y técnicos establecidos en la convocatoria a la licitación pública, podrán hacer sus ofertas inversas a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control;

XI. Las MIPYMES podrán participar cuando realicen proposiciones conjuntas; en el caso de que participen en la licitación pública de manera individual no podrán presentar ofertas inversas de descuento, sin que ello impida continuar con el procedimiento de contratación;

XII. La dependencia o entidad responsable de la contratación, deberá estar autorizada por el Órgano de Control, para hacer uso de los medios remotos de comunicación electrónica y recibir proposiciones a través de esta vía, y

XIII. Verificar que en su caso, se cuenta con las fórmulas de ajuste que permitan homologar las proposiciones de los licitantes nacionales o extranjeros, cuando la convocante permita a éstos presentar sus ofertas con distintas características, entre otras el lugar o forma de entrega, a fin de evitar que se favorezca a algún participante. 

Previo al inicio del procedimiento de contratación, el titular del área   responsable para llevar a cabo el mismo, deberá constatar que se cumplen los requisitos contenidos en este artículo.

Artículo 43-C.- Atendiendo al impacto que la contratación tenga en los programas sustantivos en la dependencia o entidad, en las licitaciones públicas, e invitaciones a cuando menos tres personas deberán participar testigos sociales, en la forma y términos señalados en los lineamientos para regular la participación de testigos sociales, que para el efecto emita el Órgano de Control, conforme a lo siguiente:

I.  Se deberá crear un comité de designación de testigos sociales integrado en los términos que establezcan los lineamientos señalados en el párrafo anterior y tendrá como objetivo asegurar la designación de los testigos sociales, con imparcialidad, fomentando la transparencia, mediante su participación en los procesos de contratación de las adquisiciones de bienes, arrendamiento de bienes, obra pública y servicios relacionados con las mismas, que lleven a cabo las dependencias y entidades. 
El comité podrá efectuar las sugerencias que considere necesarias para mejorar la participación de los testigos sociales, así como cualquier otra recomendación relacionada con los mismos, y determinará la cancelación del registro de los testigos sociales que incurran en las acciones previstas en los lineamientos.

II. El Órgano de Control, tendrá a su cargo el padrón público de testigos sociales, quienes podrán participar en todas las etapas de los procedimientos de licitación pública, a los que se refiere esta Ley, con voz, y emitirán un testimonio final que incluirá sus observaciones y en su caso recomendaciones, mismo que tendrá difusión en la página electrónica de cada dependencia o entidad y el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control y se integrará al expediente respectivo;

III. 
Los testigos sociales serán seleccionados mediante convocatoria pública, emitida por el Órgano de Control;

IV. 
El Órgano de Control, acreditará como testigos sociales a aquéllas personas que cumplan con los siguientes requisitos:

a)
Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos o extranjero cuya condición migratoria permita la función a desarrollar;

b)
Cuando se trate de una organización no gubernamental, acredite que se encuentra constituida conforme a las disposiciones legales aplicables y que no persigue fines de lucro;

c)
No haber sido sentenciado con pena privativa de libertad;

d)
No ser servidor público en activo en México o en el extranjero. Asimismo, no haber sido servidor público Federal o de una Entidad Federativa durante al menos un año previo a la fecha en que se presente su solicitud para ser acreditado;

e)
No haber sido sancionado como servidor público por autoridad federal, estatal, municipal o por autoridad competente en el extranjero;
f)
Presentar currículo en el que se acrediten los grados académicos, la especialidad correspondiente, la experiencia laboral y, en su caso, docente, así como los reconocimientos que haya recibido a nivel académico y profesional;

g)
Asistir a los cursos de capacitación que imparte el Órgano de Control sobre esta Ley;

h)
Presentar manifestación escrita bajo protesta de decir verdad que se abstendrá de participar en contrataciones en las que pudiese existir conflicto de intereses, ya sea porque los licitantes o los servidores públicos que intervienen en las mismas tienen vinculación académica, de negocios o familiar; y

i) No estar registrado como persona física en el padrón de proveedores y contratistas de la Administración Pública Estatal, o formar parte de sociedades como accionista o socio. 

V. 
Los testigos sociales tendrán las funciones siguientes:

a)
Proponer conforme a su experiencia y considerando las disposiciones legales o administrativas vigentes, los aspectos que mejoren el trato igualitario, la calidad y precio, así como las acciones que promuevan la eficiencia, eficacia, transparencia de las contrataciones y el combate a la corrupción.
b) Proponer a las dependencias, entidades y al Órgano de Control, mejoras para fortalecer la transparencia, imparcialidad y las disposiciones legales en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios;

c)
Dar seguimiento al establecimiento de las acciones que se recomendaron derivadas de su participación en las contrataciones, y

d)
Emitir al final de su participación el testimonio correspondiente, del cual entregarán un ejemplar al Órgano de Control en un plazo no mayor a tres días hábiles. Dicho testimonio deberá publicarse dentro del mismo plazo en la página de internet de la dependencia o entidad que corresponda, y permanecer al menos durante los tres meses posteriores a la fecha de su publicación. Asimismo, el Órgano de Control, difundirá dicho testimonio durante el mismo plazo, a través del medio electrónico que el mismo tenga autorizado.
En caso de que el testigo social detecte irregularidades en los procedimientos de contratación, deberá remitir su testimonio al Órgano de Control, dentro de un plazo de veinticuatro horas, en días hábiles a partir de la celebración del acto que corresponda.

Se podrá exceptuar la participación de los testigos sociales en aquéllos casos en que los procedimientos de contrataciones contengan información clasificada como reservada que pongan en riesgo la seguridad en los términos de las disposiciones legales aplicables.

Artículo 51.- Para llevarse a cabo los procedimientos de licitaciones públicas, las convocatorias, que podrán referirse a una o más de las operaciones reguladas en este ordenamiento, se publicarán invariablemente en el medio de difusión electrónica autorizado por el Órgano de Control y por una sola vez en uno de los diarios de mayor circulación en el municipio o la región en donde haya de ser adquirido o arrendado el bien o prestado el servicio y, contendrá cuando menos:

I. al XIII. …

…

Artículo 52.- Las bases que emitan las dependencias y entidades para las licitaciones públicas se pondrán a disposición para su venta a los interesados invariablemente en el medio electrónico autorizado por el Órgano de Control y en el domicilio señalado por las mismas, a partir del día en que se publique la convocatoria y hasta, inclusive, el séptimo día natural anterior al acto de presentación y apertura de proposiciones, siendo responsabilidad exclusiva de los interesados adquirirlas oportunamente durante este período y deberán contener, en lo aplicable, lo siguiente: 

I. y II. …

III.
Cuando se trate de licitaciones públicas presenciales o mixtas, la fecha, hora y lugar de celebración de:

a) al d)  …

Para el caso de licitaciones públicas electrónicas, se señalará la fecha y hora en las cuales se llevarán a cabo estos eventos a través del medio electrónico autorizado por el Órgano de Control, así como la firma del contrato cuando se prevea que éste se suscribirá haciendo uso de este medio;

IV.
Señalamiento de las causas expresas de desechamiento que afecten directamente la solvencia de las proposiciones entre las que se incluirá la comprobación de que algún licitante ha acordado con otro u otros elevar los precios de los bienes o servicios, o cualquier otro acto que tenga como fin obtener una ventaja sobre los demás licitantes; 

V. …

VI. Moneda en que se cotizará y efectuará el pago respectivo. En licitaciones públicas nacionales, las propuestas y el pago de bienes o servicios se realizarán en pesos mexicanos. Tratándose de adquisición de boletos de avión y el aseguramiento de bienes, las propuestas se podrán presentar en la moneda extranjera que determine la Convocante, no obstante, el pago que se realice en el territorio nacional deberá hacerse en moneda nacional y al tipo de cambio que el Banco de México publique en el Diario Oficial de la Federación el día hábil bancario inmediato anterior a aquél en que se haga el pago. La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras, se calculará atendiendo a la cotización que rija para estas últimas contra el dólar de los Estados Unidos de América, en los mercados internacionales el día en que se haga el pago.

En licitaciones internacionales, en que la Convocante determine efectuar los pagos a proveedores extranjeros en moneda extranjera, los licitantes nacionales podrán presentar sus proposiciones en la misma moneda extranjera que determine la Convocante. No obstante, el pago que se realice en el territorio nacional deberá hacerse en moneda nacional y al tipo de cambio, de acuerdo a lo señalado en la fracción inmediata anterior.  Tratándose de proveedores extranjeros, los pagos podrán hacerse en el extranjero en la moneda determinada en las bases respectivas;

VII. …   

VIII. Criterios para la evaluación de las propuestas y adjudicación de los contratos de conformidad a lo establecido por el artículo 58 de esta Ley, mismos que pueden ser el binario, puntos y porcentajes, de acuerdo a las disposiciones que para su aplicación emita el Órgano de Control y el de costo beneficio;

IX.
al XVIII. …  

XIX. Instrucciones para elaborar y entregar las proposiciones y garantías; 
XX.
La indicación de que, en los casos de licitación internacional, en la que la convocante determine que los pagos se harán en moneda extranjera, los proveedores nacionales, exclusivamente para fines de comparación, podrán presentar la parte del contenido importado de sus proposiciones en la moneda extranjera que determine la Convocante, pero el pago se efectuará en moneda nacional al tipo de cambio que el Banco de México publique en el Diario Oficial de la Federación el día hábil bancario inmediato anterior a aquél en que se haga el pago;

XXI. al XXVII. …   

XXVIII. La indicación de que no podrán participar las personas físicas o morales inhabilitadas por resolución del Órgano de Control, en los términos de este ordenamiento y las que se encuentren inhabilitadas por resolución de  autoridades competentes;

XXIX. y XXX. …

XXXI. …

Para la participación, adjudicación o contratación de adquisiciones, arrendamientos o servicios no podrán establecerse requisitos que tengan por objeto limitar la libre participación, el proceso de competencia o libre concurrencia. En ningún caso se deberán establecer requisitos o condiciones imposibles de cumplir.

Se entenderá que no se limita la libre participación, cuando con la investigación de mercado correspondiente al procedimiento de contratación, se constate la existencia de al menos tres probables proveedores que pudieran cumplir los requisitos solicitados en las bases del proceso.

Artículo 54.- En licitaciones públicas nacionales, el plazo para la presentación y apertura de proposiciones no será menor de diez días y hasta un máximo de quince días naturales, contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, salvo que se requiera llevar a cabo más de una junta de aclaraciones, en cuyo caso se deberá considerar que entre la fecha de la última junta de aclaraciones y la presentación y apertura de proposiciones deberán existir siete días naturales. 

…

Artículo 54-A.- Para la junta de aclaraciones se considerará lo siguiente:

El acto será presidido por el servidor público designado por la convocante, quién deberá ser asistido por un representante del área técnica o usuaria de los bienes, arrendamientos o servicios objeto de la contratación, a fin de que se resuelvan en forma clara y precisa las dudas y planteamientos de los licitantes relacionados con los aspectos contenidos en la convocatoria y en las bases.

Las personas que pretendan solicitar aclaraciones a los aspectos contenidos en la convocatoria o en las bases, deberán presentar el recibo de pago de las bases de la licitación; caso contrario, solo se aceptará su asistencia con el carácter de observador.

Las solicitudes de aclaración, deberán enviarse a más tardar veinticuatro horas antes de la fecha y hora en que se vaya a realizar la junta de aclaraciones, utilizando el formato que la convocante incluya en el paquete de anexos de la licitación, y se presentarán conforme a lo siguiente:

I.
Por escrito, en el domicilio señalado por la dependencia o entidad en la convocatoria y en las bases, para llevar a cabo la junta de aclaraciones, cuando se trate de licitaciones públicas presenciales;

II.
Cuando se trate de licitaciones públicas electrónicas, a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, y

III.
En licitaciones públicas mixtas, a elección del licitante, en el domicilio que señale la dependencia o entidad en la convocatoria y en las bases, para llevar a cabo la junta de aclaraciones, o a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control. 
En cualquiera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se acompañará a la solicitud de aclaración correspondiente una versión electrónica de la misma que permita a la convocante su clasificación e integración por temas para facilitar su respuesta en la junta de aclaraciones de que se trate. Cuando la versión electrónica esté contenida en un medio físico, éste le será devuelto al licitante en la junta de aclaraciones respectiva.

La convocante tomará como hora de recepción de las solicitudes de aclaración del licitante, la que indique el sello de recepción de la convocante y, tratándose de las solicitudes que se hagan llegar a la convocante a través del medio de difusión electrónica autorizado por el Órgano de Control, la hora que registre este sistema al momento de su envío.

En su caso, al concluir cada junta de aclaraciones deberá señalar la fecha y hora para la celebración de ulteriores juntas de aclaraciones, considerando que entre la última de estas y el acto de presentación y apertura de proposiciones deberá existir un plazo de siete días naturales.

De cada junta de aclaraciones se levantará acta en la que se harán constar los cuestionamientos formulados por los interesados y las respuestas de la convocante. En el acta correspondiente a la última junta de aclaraciones se indicará expresamente esta circunstancia.

Artículo 54-B.- La junta de aclaraciones, se llevará a cabo conforme a lo siguiente:

I. En la fecha y hora establecida para la primera junta de aclaraciones en las licitaciones públicas presenciales, el servidor público que la presida procederá a dar contestación a las solicitudes de aclaración, mencionando el nombre del o los licitantes que las presentaron. La convocante podrá optar por dar contestación a dichas solicitudes de manera individual o de manera conjunta tratándose de aquéllas que hubiera agrupado por corresponder a un mismo punto o apartado de las bases de la licitación pública.

El servidor público que presida la junta de aclaraciones podrá suspender la sesión, en razón del número de solicitudes de aclaración recibidas o del tiempo que se emplearía en darles contestación, informando a los licitantes la hora y, en su caso, fecha o lugar, en que se continuará con la junta de aclaraciones.

En las licitaciones presenciales, una vez que la convocante termine de dar respuesta a las solicitudes de aclaración, se dará inmediatamente oportunidad a los licitantes presentes para que, en el mismo orden de los puntos o apartados de la convocatoria a la licitación pública en que se dio respuesta, formulen las preguntas que estimen pertinentes en relación con las respuestas recibidas. El servidor público que presida la junta de aclaraciones, atendiendo al número de preguntas, informará a los licitantes si éstas serán contestadas en ese momento o si se suspende la sesión para reanudarla en hora o fecha posterior.

II. En las licitaciones públicas electrónicas, la convocante procederá a enviar, a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, las contestaciones a las solicitudes de aclaraciones recibidas, a partir de la hora y fecha señaladas en las bases, para la celebración de la junta de aclaraciones. Cuando en razón del número de solicitudes de aclaración recibidas o algún otro factor no imputable a la convocante y que sea acreditable, el servidor público que presida la junta de aclaraciones, informará a los licitantes si éstas serán enviadas en ese momento o si se suspenderá la sesión para reanudarla en hora o fecha posterior a efecto de que las respuestas sean remitidas.

Con el envío de las respuestas a que se refiere el párrafo anterior la convocante informará a los licitantes, atendiendo al número de solicitudes de aclaración contestadas, el plazo que éstos tendrán para formular las preguntas que consideren necesarias en relación con las respuestas remitidas. Dicho plazo no podrá ser inferior a seis ni superior a cuarenta y ocho horas. Una vez recibidas las preguntas, la convocante informará a los licitantes el plazo máximo en el que enviará las contestaciones correspondientes.

III. En las licitaciones públicas mixtas, la convocante en la junta de aclaraciones presencial dará contestación a las solicitudes de aclaración a los licitantes presentes. Las respuestas serán enviadas a los licitantes que participan por medios de difusión electrónicos; la convocante tomará las previsiones necesarias para que los licitantes que participen de manera presencial o electrónica reciban, en la medida de lo posible, las respuestas de manera simultánea.

Para la recepción y contestación de las solicitudes de aclaración, así como de las preguntas a las respuestas dadas por la convocante, aplicarán las disposiciones previstas en este artículo para las juntas de aclaraciones presenciales o electrónicas, según corresponda.

IV.  La convocante estará obligada a dar contestación, en forma clara y          precisa, tanto a las solicitudes de aclaración como a las preguntas que los licitantes formulen respecto de las respuestas dadas por la convocante en la junta de aclaraciones.

V. Será responsabilidad del titular del área requirente y del titular del área técnica, o bien sólo el de esta última cuando también tenga el carácter de área requirente, que asista un representante de las mismas, con los conocimientos técnicos suficientes que permitan dar respuesta clara y precisa a los planteamientos de los licitantes, a las juntas de aclaraciones a los que fueron convocados.

El servidor público que presida la junta de aclaraciones en ningún caso permitirá que como respuesta a las solicitudes de aclaración se remita al licitante de manera general a lo previsto en las bases de la licitación pública. En caso de que la respuesta a la solicitud de aclaración remita a las bases de la licitación pública, deberá señalar el apartado específico de la misma en que se encuentre la respuesta al planteamiento.

VI. Las solicitudes de aclaración que sean recibidas con posterioridad al plazo previsto en el artículo 54-A de la Ley, no serán contestadas por la convocante por resultar extemporáneas, debiéndose integrar al expediente respectivo; en caso de que algún licitante presente nuevas solicitudes de aclaración en la junta correspondiente las deberá entregar por escrito y la convocante las recibirá, pero no les dará respuesta. En ambos supuestos, si el servidor público que presida la junta de aclaraciones considera necesario citar a una ulterior junta, la convocante deberá tomar en cuenta dichas solicitudes para responderlas, y

VII. Si derivado de la o las juntas de aclaraciones se determina posponer la fecha de celebración del acto de presentación y apertura de proposiciones, la modificación respectiva a la convocatoria a la licitación pública deberá publicarse a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control; en este caso, el diferimiento deberá considerar la existencia de un plazo de al menos siete días naturales desde el momento en que concluya la junta de aclaraciones hasta el momento del acto de presentación y apertura de proposiciones.

Artículo 55.- …

I.
… 

II.   …


… 

Si derivado de las juntas de aclaraciones se determina posponer la fecha de celebración del acto de presentación y apertura de proposiciones, la modificación respectiva a la convocatoria de la licitación pública deberá publicarse en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control; en este caso, el diferimiento deberá considerar la existencia de un plazo de al menos siete días naturales previos a la fecha del acto de presentación y apertura de proposiciones, contados desde el momento en que se concluya la última junta de aclaraciones, y 

III. …

... 

...

…

Artículo 56.- La entrega de los documentos que conforman las propuestas técnica y económica, se hará en la forma y medios que se prevean en las bases de la licitación.

…     

Artículo 57.- El acto de presentación y apertura de proposiciones presenciales y mixtas se llevará a cabo el día, en el lugar y a la hora señalada en la convocatoria y en las bases de la licitación, conforme a lo siguiente:

I. El acto será presidido por el titular del Área contratante de la convocante o por el servidor público que éste designe, quien será el único facultado para tomar todas las decisiones durante la realización del acto, en los términos de esta Ley;

II. A partir de la hora señalada para el inicio del acto de presentación y apertura de proposiciones, el servidor público que lo presida no deberá permitir el acceso a ningún licitante ni observador, o servidor público ajeno al proceso. Iniciado el acto, se procederá a registrar a los asistentes, salvo aquéllos que ya se hubieren registrado, en cuyo caso se pasará lista a los mismos;

III. En las licitaciones públicas mixtas, el servidor público que presida el acto de presentación y apertura de proposiciones, tomará las previsiones necesarias para recibir simultáneamente las proposiciones de los licitantes que participen de manera presencial o de aquellos licitantes que las enviaron a través del medio de difusión electrónica establecido por el Órgano de Control, y determinará si la apertura de los sobres iniciará con los que fueron recibidos de manera presencial o las recibidas en forma electrónica. El acto no podrá concluir hasta en tanto se hayan abierto todos los sobres recibidos, y

IV. En el acto presentación y apertura de proposiciones, los licitantes que participen de manera presencial al ser llamados en el mismo orden en que registraron su asistencia a este evento, deberán entregar al servidor público que presida el acto, su sobre debidamente cerrado en forma inviolable, de tal forma que no permita fácilmente la introducción o retiro de documentos hasta ser abierto en este acto público, conteniendo sus proposiciones técnicas y económicas, acompañadas de un dispositivo magnético y la documentación complementaria que se haya solicitado en las bases de la licitación.

Dicho sobre deberá contener en su parte frontal cuando menos el nombre del licitante, el número de la licitación, el objeto de la licitación y la mención de que contiene la propuesta técnica y propuesta económica.

En caso de que el licitante presente sus proposiciones en dos sobres, no será motivo para su descalificación.

Cuando la cantidad de información requiera la presentación en paquetes o cajas, también deberán estar cerrados de forma inviolable, e identificados según corresponda.

Recibidas las proposiciones, se procederá a la apertura del sobre  haciéndose constar la verificación cuantitativa de la documentación presentada, sin que ello implique la evaluación de su contenido; por lo que, en el caso de que algún licitante omita la presentación de algún documento o faltare algún requisito, no serán desechadas en ese momento, haciéndose constar el documento faltante o el requisito no cumplido, en el acta del evento y en el formato de recepción de los documentos que integran la proposición.  Con posterioridad a este evento, se realizará la evaluación integral de las proposiciones, el resultado de dicha revisión o análisis, se dará a conocer en el fallo correspondiente.

Los licitantes que participen por medios de difusión electrónicos, procederán a enviar sus proposiciones para su entrega, a través del medio autorizado por el Órgano de Control, atendiendo las disposiciones que se encuentren vigentes para el uso de la plataforma del sistema, una vez recibido, se procederá a la apertura del sobre, haciéndose constar la verificación cuantitativa de la documentación presentada a través de este medio, sin que ello implique la evaluación de su contenido; por lo que, en el caso de que algún licitante omita la presentación de algún documento o faltare algún requisito, no serán desechadas en ese momento, haciéndose constar el documento faltante o el requisito no cumplido, en el acta del evento y en el formato de recepción de los documentos que integran la proposición.  

En licitaciones presenciales o mixtas, no será motivo de desechamiento la falta de identificación o de acreditación de la representación de la persona que solamente entregue la proposición, pero ésta sólo podrá participar durante el desarrollo del acto con el carácter de observador.

Por lo menos un licitante, si asistiere alguno, y el servidor público de la convocante facultado para presidir el acto o el servidor público que éste designe, rubricarán las partes de las propuestas que previamente haya determinado la convocante en las bases de licitación, las que para estos efectos constarán documentalmente.

Se levantará acta que servirá de constancia de la celebración del acto de presentación y apertura de las proposiciones, en la que se harán constar las propuestas aceptadas para su posterior evaluación detallada y el importe de cada una de ellas, así como los documentos y requisitos que en su caso, el licitante haya omitido entregar o cumplir en este acto; el acta será firmada por los asistentes y se les entregará copia de la misma; poniéndose a  disposición de los que no hayan asistido para efectos de su notificación a partir de esa fecha a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control;  la falta de firma de algún licitante no invalidará su contenido y efectos. 

En caso de que el fallo de la licitación no se realice en la fecha señalada en la convocatoria ni en las bases, la convocante señalará la fecha, lugar y hora en que se dará a conocer el fallo de la licitación, el que deberá quedar comprendido dentro de los veinte días naturales siguientes a la fecha de presentación de proposiciones y podrá diferirse, siempre que el nuevo plazo fijado no exceda de veinte días naturales contados a partir del plazo establecido originalmente para el fallo, notificando a los licitantes la nueva fecha a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control.

Artículo 57-A.- En las licitaciones en que se prevea el uso de la modalidad de subastas electrónicas inversas, la presentación y apertura de proposiciones se llevará a cabo conforme a lo siguiente:

I. Los licitantes enviarán sus proposiciones técnicas y económicas a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, en los términos que se establecen en la presente Ley y en las bases de la licitación;

II. El servidor público que presida el acto de presentación y apertura de proposiciones, procederá a bajar del medio de difusión electrónica autorizado por el Órgano de Control, las proposiciones recibidas; determinará el tiempo que se otorgará para su evaluación y será responsable de que la evaluación legal y técnica se realice en ese tiempo;

III. Una vez recibidas las proposiciones, se procederá a la apertura de cada una, haciéndose constar la documentación presentada, sin que ello implique la evaluación de su contenido; por lo que, en el caso de que algún licitante omita la presentación de algún documento o faltare algún requisito, no serán desechadas en ese momento, haciéndose constar ello en el acta correspondiente;

IV. En el acta del acto de presentación y apertura de proposiciones se registrará, por cada partida o grupo de partidas, el importe de cada una de las proposiciones, así como el nombre o razón social de los licitantes que las presentaron, clasificándolas en orden ascendente, iniciando con la que haya ofertado el precio menor, el cual será el máximo al que podrá ser adjudicado el contrato respectivo;

V. El servidor público que presida el acto de presentación y apertura de proposiciones, al concluir éste, difundirá a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, el acta correspondiente, en la cual señalará la fecha, hora y lugar en el que los licitantes que cumplan con los requisitos legales y técnicos establecidos en la convocatoria a la licitación, podrán presentar sus ofertas electrónicas inversas;

VI. Inmediatamente después de concluir el acto de presentación y apertura de proposiciones, se realizará la evaluación integral de las proposiciones para lo cual se dispondrá de un plazo máximo de veinticuatro horas;  

VII. Por lo menos un minuto antes de la hora señalada para el inicio de presentación de las ofertas electrónicas inversas,  el servidor público que presida el acto enviará un aviso a los licitantes calificados para participar, comunicándoles el precio más bajo ofertado en el acto de presentación y apertura de proposiciones dando a conocer igualmente la o las partidas en las cuales cada licitante podrá presentar sus pujas, además rubricará las proposiciones técnico económicas;

VIII. Si el procedimiento de contratación se compone de varias partidas o grupos de partidas, el servidor público que presida el acto determinará si las pujas se harán individualmente por cada una de las partidas o grupos o de manera simultánea, así como el orden en que se presentarán las ofertas;

IX. Una vez concluida la presentación de las pujas de todas las partidas o grupos de éstas que integran la oferta electrónica inversa, el servidor público que presida el acto, emitirá el fallo motivado y fundado, en el que hará constar una reseña cronológica de los actos del procedimiento, el análisis de las proposiciones y las razones para admitirlas o desecharlas.

Los licitantes sólo podrán presentar una proposición en cada procedimiento de contratación y una vez recibida en la fecha, hora y lugar establecidos, ésta no podrá retirarse o dejarse sin efecto, por lo que se considerará vigente hasta la conclusión del proceso. 

El horario a que se sujetarán el acto de presentación y apertura de proposiciones y el desarrollo de la oferta electrónica inversa será el que corresponda a la hora que aparezca en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, el cual se encontrará a la vista de los usuarios del mismo.

La convocante determinará en las bases de la licitación, los aspectos que permitan el adecuado desarrollo de la oferta electrónica inversa, tomando en cuenta las previsiones establecidas por el Órgano de Control, para el uso del medio de difusión electrónica para el desahogo del proceso en esta modalidad,  tales como, la precisión de que se podrá utilizar la oferta electrónica inversa  ascendente o descendente; los formatos que se requisitarán; la manera en que los licitantes acreditarán que están capacitados para participar en la oferta electrónica inversa  o cómo podrán obtener la capacitación respectiva y obtener las claves de acceso y certificado digital; definir el múltiplo mínimo y máximo que será permitido entre una y otra puja; si el precio a ofertar estará referido al unitario del bien o servicio o al total de la partida, y si para el caso de existir grupo de partidas, las pujas se presentarán sólo sobre el total del agrupamiento o sobre cada una de las que integran el grupo, previéndose que en este supuesto la reducción del precio a una de estas subpartidas deberá reflejarse en el total ofertado para el grupo.

El servidor público que presida el acto podrá interrumpir la presentación de ofertas de una partida o grupo de éstas, cuando se presenten problemas técnicos o por cualquier causa debidamente justificada que afecte el adecuado desarrollo de la modalidad.

Cuando el servidor público que presida el acto determine la interrupción de la oferta electrónica inversa, el procedimiento podrá continuar si las causas de la interrupción fueren superadas dentro de las dos horas posteriores a la misma; en caso contrario, la licitación podrá ser cancelada en forma total o parcial por el propio servidor público en términos de lo dispuesto por el último párrafo  del artículo 61 de la ley y se podrá emitir una nueva convocatoria por la o las partidas pendientes de someterse a oferta electrónica inversa. 

El procedimiento de contratación que hubiera sido cancelado en los términos del párrafo anterior, no será contabilizado para efectos de la excepción para no llevar a cabo la licitación pública prevista en el artículo 64 fracción X de la presente Ley.

Artículo 58.- Las Dependencias y Entidades para hacer la evaluación de las proposiciones, deberán verificar que las mismas cumplan con los requisitos solicitados en las bases de licitación considerando los criterios de evaluación y adjudicación de las propuestas, establecidos en las propias bases de licitación. 

Las condiciones que tengan como propósito facilitar la presentación de las proposiciones y agilizar la conducción de los actos de la licitación, así como cualquier otro requisito cuyo incumplimiento, por sí mismo, o deficiencia en su contenido no afecte la solvencia de las proposiciones, no serán objeto de evaluación, y se tendrán por no establecidas. La inobservancia por parte de los licitantes respecto a dichas condiciones o requisitos no será motivo para desechar sus proposiciones.

Entre los requisitos cuyo incumplimiento no afecta la solvencia de la proposición, se considerarán: 

a) El proponer un plazo de entrega menor al solicitado, en cuyo caso, de resultar adjudicado y de convenir a la convocante pudiera aceptarse; 

b) El omitir aspectos que puedan ser cubiertos con información contenida en la propia propuesta técnica o económica;

c) El no observar los formatos establecidos, si se proporciona de manera clara la información requerida;

d) El no observar requisitos que carezcan de fundamento legal, y 

e) Cualquier otro que no tenga por objeto determinar objetivamente la    solvencia de la proposición presentada. 

En ningún caso la convocante o los licitantes podrán suplir o corregir las deficiencias de las proposiciones presentadas.

Artículo 59.- Una vez hecha la evaluación de las proposiciones y atendiendo, en su caso, la opinión y dictamen del Comité, el contrato se adjudicará al licitante cuya propuesta resulte solvente porque reúne, conforme a los criterios de adjudicación establecidos en las bases de licitación, las condiciones legales, técnicas y económicas requeridas por la convocante, garantice satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas, y en su caso a: 

I. Quien haya acreditado ser Proveedor Salarialmente Responsable;

II. La proposición que haya obtenido el mejor resultado de acuerdo al criterio de evaluación indicado en las bases de la licitación correspondiente;

III. Quien haya ofertado un precio que se encuentre dentro del presupuesto autorizado para la contratación, de lo contrario podrá ser desechada, salvo lo previsto en el artículo 61 de la presente Ley; 

IV. Quien oferte el precio más bajo en el caso de que se hubiere aplicado el criterio de evaluación binario o bien el que resulte del uso de la modalidad de subasta electrónica inversa, siempre y cuando la proposición resulte solvente técnica y económicamente.

…

…

…

Artículo 59-A.- La convocante emitirá un dictamen de fallo, que contendrá como mínimo:

I. Introducción, nombre de la dependencia o entidad que emite el fallo, fundamento legal para la emisión del fallo, número de la licitación o invitación, objeto de la licitación;

II. En orden cronológico, señalar el fundamento legal de la publicación de la convocatoria, indicando la fecha de publicación en el medio de difusión electrónica establecido por el Órgano de Control y en su caso el periódico de circulación local o el número y la fecha de la invitación a por lo menos tres personas y el nombre de cada uno de los licitantes invitados; 

III. De las bases: su fundamento legal y el período de tiempo que se ponen a disposición de los licitantes.;

IV. De la junta de aclaraciones: su fundamento legal, la fecha, hora y lugar en que se lleva a cabo, y una síntesis de los asuntos y acuerdos;

V. Del acto de presentación y apertura de proposiciones: su fundamento legal, la fecha, hora y lugar en que se lleva a cabo, señalando el nombre, número de partidas, conceptos o paquetes y el importe total de la propuesta económica de cada uno de los licitantes;

VI. De la evaluación técnica y económica: señalar el fundamento legal y el período de tiempo en que se lleva a cabo la evaluación de las proposiciones, anotando: 

a)
 El nombre de cada uno de los licitantes, el número de partidas, conceptos, paquetes o lotes que se desecharon, expresando todas las razones legales, técnicas o económicas que sustentan tal determinación e indicando los puntos de las bases de la licitación que en cada caso se incumpla.

b)
El nombre de cada uno de los licitantes, el número de partidas, conceptos, paquetes o lotes que resultaron solventes, incluido su monto.  Se presumirá la solvencia de las proposiciones cuando no se señale expresamente incumplimiento alguno.

c)
En caso de que se determine que el precio de una proposición no es aceptable o no es conveniente, se deberá anexar copia de la investigación de precios realizada o del cálculo correspondiente.

VII. Del fallo: señalar el fundamento legal, fecha, hora y lugar en que se hacen del conocimiento de los licitantes, los resultados del fallo, y el fundamento legal, fecha, hora y lugar para la firma del contrato, plazos de entrega de los bienes o inicio de los servicios y fundamento legal y plazo de entrega de las fianzas de garantía de cumplimiento del contrato, y

VIII. Nombre, cargo y firma del servidor público que lo emite, señalando sus facultades de acuerdo con los ordenamientos jurídicos que rijan a la convocante, indicando también el nombre y cargo de los responsables de la evaluación de las proposiciones.

En caso de que se declaren desiertas, partidas, conceptos, lotes o paquetes de una licitación, o una licitación completa, porque se determine que sus precios no fueren aceptables conforme al resultado de la investigación de mercado que en su caso se realice por la convocante, dichos resultados se deberán incluir en el presente dictamen.

Artículo 60.- Cuando la licitación sea presencial o mixta, en junta pública se dará a conocer el fallo de la licitación, a la que libremente podrán asistir los licitantes que hubieren participado en el acto de presentación y apertura de proposiciones, levantándose el acta respectiva que firmarán los asistentes, a quienes se entregará copia de la misma y se subirá al medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control el mismo día en que se celebre la junta. La falta de firma de algún licitante no invalidará su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fecha a disposición de los que no hayan asistido, para efectos de su notificación. 

A los licitantes que no asistieran a la junta pública, se les enviará por correo electrónico un aviso informándoles que el acta del fallo se encuentra a su disposición en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control. 

Con la notificación del fallo por el que se adjudica el contrato, las obligaciones derivadas de éste, serán exigibles y obligará a la dependencia o entidad y a la persona a quien se haya adjudicado, a firmar el contrato en la fecha, hora y lugar previstos en el propio fallo, o bien en la convocatoria y en las bases de la licitación pública y en defecto de tales previsiones, dentro de los diez días naturales siguientes al de la citada notificación. Asimismo, con la notificación del fallo la dependencia o entidad procederá a solicitar los bienes o servicios mediante requisiciones, fincamiento de pedidos u órdenes de servicio, según corresponda.

En sustitución de esa junta, las Dependencias y Entidades podrán optar por notificar el fallo de la licitación por escrito a cada uno de los licitantes, dentro de los cinco días naturales siguientes a su emisión siempre y que así lo hayan establecido en la convocatoria y en las bases de la licitación.

Contra la resolución que contenga el fallo no procederá recurso alguno; sin embargo, procederá la inconformidad que se interponga por los licitantes en los términos del artículo 96 de esta Ley.

Cuando se advierta en el fallo la existencia de un error aritmético, mecanográfico o de cualquier otra naturaleza, que no afecte el resultado de la evaluación realizada por la convocante, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación y siempre que no se haya firmado el contrato, el titular del área responsable del procedimiento de contratación procederá a su corrección, con la intervención de su superior jerárquico, aclarando o rectificando el mismo, mediante el acta administrativa correspondiente, en la que se harán constar los motivos que lo originaron y las razones que sustentan su enmienda, hecho que se notificará a los licitantes que hubieran participado en el procedimiento de contratación, remitiendo copia de la misma al Órgano de Control dentro de los cinco días hábiles posteriores a la fecha de su firma.

Si el error cometido en el fallo no fuera susceptible de corrección conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, el servidor público responsable dará vista de inmediato al Órgano de Control, a efecto de que, previa intervención de oficio, se emitan las directrices para su reposición.

Artículo 61.- …

a) al c) …

…

Las dependencias y entidades podrán cancelar una licitación, partidas o conceptos incluidos en éstas, por caso fortuito o fuerza mayor. De igual manera, podrán cancelar cuando existan circunstancias, debidamente justificadas, que provoquen la extinción de la necesidad para adquirir o arrendar los bienes o contratar la prestación de los servicios, y que de continuarse con el procedimiento de contratación se pudiera ocasionar un daño o perjuicio a la propia dependencia o entidad. Así mismo, podrán cancelar una licitación, partidas o conceptos incluidos en éstas cuando el proceso de contratación se haya llevado a cabo mediante el uso de la modalidad de oferta electrónica inversa y durante el acto de presentación y apertura de proposiciones se presenten fallas técnicas que impidan la continuidad del mismo.

Cuando el monto de las ofertas económicas resulte superior al presupuesto autorizado y de no adquirirse los bienes, se afecte el buen funcionamiento de la administración pública estatal, o se ponga en peligro el inicio oportuno de  las operaciones de algún programa de gobierno, las dependencias y entidades podrán tramitar  la autorización de los recursos adicionales y la modificación del expediente técnico, en su caso, dentro del plazo permitido por esta Ley para la emisión del dictamen de fallo, o previo acuerdo con el licitante, hacer los ajustes de las cantidades que resulten convenientes de cada partida o partidas y solo adquirir la cantidad de unidades que puedan ser cubiertas con el presupuesto original  asignado para la licitación, o  desechar las propuestas e iniciar un nuevo proceso. 

Lo anterior, deberá justificarse por escrito y anexar al expediente de la licitación correspondiente, sin perjuicio de las sanciones que resulten por las deficiencias en la elaboración del presupuesto original, para la adquisición, arrendamiento de bienes, o la contratación de servicios.

En el caso de ajuste de cantidades, se deberá dejar constancia escrita en el dictamen de fallo, en la que se explique plenamente la razón que justifique la decisión tomada.

La determinación de dar por cancelada la licitación, partidas o conceptos, deberá precisar el acontecimiento que motiva la decisión, la cual se hará del conocimiento de los licitantes.

Artículo 63.- La Unidad, la Secretaría y las Dependencias y Entidades, en los supuestos a que se refiere el presente capítulo, bajo su responsabilidad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar contratos de adquisiciones, arrendamientos y servicios a través de los procedimientos de invitación a cuando menos tres personas o adjudicación directa.

La selección del procedimiento que realicen las dependencias y entidades, se hará constar en un dictamen de excepción para no llevar a cabo la licitación pública, el cual deberá ser firmado por el titular del área usuaria y el funcionario responsable de la unidad adquirente de los bienes o servicios, el dictamen deberá contener la justificación de las razones para el ejercicio de la opción y estar fundado en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad, honradez y transparencia, que aseguren las mejores condiciones de oferta, oportunidad, precio, calidad, financiamiento y promoción de Proveedores Salarialmente Responsables para el Estado según las circunstancias que concurran en cada caso; además dicho dictamen contendrá: 

I. Introducción.- Identificación de la dependencia o entidad, sus funciones, objetivos y metas, de conformidad con la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, reglamento interno y demás aplicables;

II. Antecedentes.- El objeto de la contratación, destino final de los bienes o servicios, importe estimado de la contratación, referencias de la disponibilidad presupuestal, plazo de entrega de los bienes o el inicio de servicios;

III. Investigación de mercado y cotizaciones.- Comprobación de la existencia de proveedores o fabricantes de bienes o prestadores de servicios, descripción de los bienes o servicios y sus precios; 

IV. Justificación.- Acreditamiento de los criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad, honradez y transparencia, que fundamentan y motivan la selección del procedimiento de contratación en los términos del artículo 63 de esta ley;

V.  Fundamento legal.- La sustentación del procedimiento de excepción, con fundamento en los supuestos del artículo 64 de la ley que resulten aplicables, y

VI. Fallo.- La decisión derivada de la evaluación técnica, económica, legal, condiciones de precio, calidad, oportunidad, financiamiento, disponibilidad y tiempo de entrega de bienes o inicio de los servicios, nombre del proveedor asignado, nacionalidad, origen de los bienes y monto del contrato.

En cualquier supuesto se invitará a personas que cuenten con capacidad de respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios, y cuyas actividades comerciales o profesionales estén relacionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse.

En estos casos, el titular del área responsable de la contratación, a más tardar el último día hábil de cada mes, enviará a la Secretaría, al Órgano de Control y, en su caso, al Órgano Interno de Control en la dependencia o entidad de que se trate, un informe relativo a los contratos formalizados durante el mes calendario inmediato anterior, acompañando el dictamen previsto en este artículo, en el que se hará constar el análisis de la o las propuestas y las razones para la adjudicación del contrato. No será necesario rendir este informe en las operaciones que se realicen al amparo del artículo 64, fracción XVII, de este ordenamiento.

Artículo 64.- … 
I. al III. …     

IV.
…  

No quedan comprendidos en los supuestos a que se refiere esta fracción, los requerimientos de bienes de consumo para usos administrativos que tengan los sujetos de esta ley.

V.
al XIII. …      

XIV. Se trate de adquisiciones de bienes perecederos, granos, y productos alimenticios básicos semiprocesados, o semovientes.

XV. al XXIII. …

XXIV. Cuando se trate de bienes usados, siempre que el precio de adquisición no sea mayor al que se determine mediante avalúo que practicarán las instituciones de crédito, peritos valuadores autorizados o demás habilitados para ello conforme a las disposiciones aplicables. El avalúo no deberá tener una vigencia mayor de seis meses a la firma del contrato.

Artículo 65.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, de acuerdo a los montos de cada operación, a través del procedimiento de invitación a cuando menos tres personas, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, siempre que éstas no se fraccionen, para evitar llevar a cabo la licitación pública, cuando el importe de la operación sea de más de 4,460 y hasta un máximo de 17,850 días de salario mínimo general vigente en el capital del estado, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado, siempre y cuando para la asignación del contrato,  se cuente con un mínimo de tres propuestas susceptibles de analizarse técnicamente.

Las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, mediante el procedimiento de adjudicación directa, siempre que éstas no se fraccionen, para evitar llevar a cabo la licitación pública, cuando se cuente con tres cotizaciones y el importe de la operación sea de hasta 4,460 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado; sin considerar el Impuesto al Valor Agregado.

Cuando el monto de cada operación para la adquisición, arrendamiento de bienes o la prestación de servicios, sea menor de 305 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado; podrá llevarse a cabo con una sola cotización. 

En estos casos, únicamente se invitará a personas cuyas actividades comerciales o profesionales estén relacionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse y que cuenten con los recursos legales, técnicos y económicos suficientes para satisfacer oportunamente las necesidades de la convocante, y con experiencia y conocimientos técnicos comprobados, para la comercialización de los bienes o la prestación de los servicios requeridos. 

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación en la Dependencia o Entidad podrá adjudicar directamente el contrato, previa autorización escrita de su superior jerárquico, prefiriendo a aquellas personas físicas o morales que además de no haber tenido incumplimientos durante el ejercicio fiscal en curso en la Administración Pública Estatal, conforme a la información publicada por las áreas mencionadas, se encuentren identificadas en el Padrón de Proveedores como Salarialmente Responsables.

Para fomentar el desarrollo y la participación de las empresas estatales, micro, pequeñas y medianas, las Dependencias y Entidades procurarán que en las operaciones comprendidas en los supuestos de excepción a la licitación pública a que se refiere este artículo, se invite a empresas con domicilio fiscal en el Estado.

Artículo 65-A.- Para efectos del primero y segundo párrafo del artículo 65 de la ley, se considerará que existe fraccionamiento de las operaciones, cuando en las contrataciones involucradas se presenten las siguientes circunstancias:

I. Todas estén fundadas en el artículo 65 de la ley y la suma de los importes de cada una, superen el monto máximo permitido en el mismo artículo para cada operación de acuerdo al número de salarios mínimos;

II. Los bienes o servicios objeto de las contrataciones sean exactamente los mismos;

III.
Las operaciones se efectúen en un sólo ejercicio fiscal; 

IV.
El área contratante o el área requirente pudieron prever las contrataciones en un sólo procedimiento, sin que se haya realizado de esta forma.

Artículo 66.- …   

I. …

II. Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente, se deberá contar con al menos tres propuestas susceptibles de analizarse técnicamente; 

III. En caso de que no se presenten el mínimo de proposiciones señalado en el párrafo anterior, se podrá optar por declarar desierta la invitación, o bien, continuar con el procedimiento y evaluar las proposiciones presentadas. En caso de que sólo se haya presentado una propuesta, la convocante podrá adjudicarle el contrato si considera que reúne las condiciones requeridas, o bien proceder a la adjudicación directa conforme al último párrafo de este artículo, previa justificación ante el Comité, de las razones que motivaron dicha decisión, misma que deberá constar por escrito.

A las invitaciones, se anexarán las bases de la licitación elaboradas    de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 52 del presente ordenamiento legal; 

IV. y V. …         

…

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación en la dependencia o entidad podrá adjudicar directamente el contrato siempre que no se modifiquen los requisitos establecidos en dichas invitaciones.

Artículo 66-A.- …

I. al V. …  

VI.  La dependencia o entidad deberá elaborar cuadros técnicos y económicos  comparativos de las cotizaciones recibidas, donde se precise el resultado de la evaluación realizada; y en base a éstos, elaborar el dictamen de fallo, o a falta de este último, dejar constancia escrita en que se sustente la adjudicación;

VII. La dependencia o entidad podrá asignar el contrato o pedido respectivo, a la oferta cuyo precio sea el más bajo, con solo una propuesta económica solvente, una vez cumplidos los requisitos técnicos, legales y económicos solicitados, previa comprobación de que los precios propuestos resultan aceptables de acuerdo a los precios existentes en el mercado; 

VIII. y  IX. …           

Artículo 70.-…     

I. Se establecerá la cantidad mínima y máxima de bienes por adquirir o arrendar; o bien, el presupuesto mínimo y máximo que podrá ejercerse en la adquisición, el arrendamiento o la prestación del servicio. La cantidad o presupuesto mínimo que se requiera no podrá ser inferior al sesenta por ciento de la cantidad o presupuesto máximo que se establezca.

…   

… 

II. al IV. … 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforman las fracciones XV y XVI del artículo 2, el párrafo segundo del artículo 17, la fracción II del artículo 23, los párrafos segundo, tercero y sexto del artículo 25, el artículo 30, el párrafo segundo y tercero y las fracciones I, II, III y IV del artículo 32, el artículo 34, el párrafo primero del artículo 35, el párrafo segundo de la fracción III del artículo 36, los párrafos primero, tercero y séptimo del artículo 37, el párrafo primero del artículo 38, el párrafo primero del artículo 39, la fracción VIII del artículo 41, el artículo 42, la fracción IV del artículo 43, la fracciones II, VII y VIII y el párrafo segundo del artículo 43-A, el párrafo segundo del artículo 44, las fracciones VII y XIV y el párrafo segundo del artículo 45, los párrafos primero, cuarto y quinto del artículo 46, el artículo 47, los párrafos séptimo y octavo del artículo 54, el artículo 66, el párrafo primero del artículo 76, el párrafo primero de la fracción I y la fracción IV del artículo 84, el cuarto párrafo del artículo 93, las fracciones III, V, VI y VII y el segundo párrafo y la fracción V del artículo 94, el primer párrafo del artículo 95, el segundo párrafo del artículo 96 y el párrafo cuarto del artículo 100; se adiciona la fracción XVII al artículo 2, el artículo 4-A, el artículo 29-A, los artículos 42-A y 42-B, el párrafo tercero al artículo 43-A y el párrafo décimo del artículo 59; las fracciones VIII y IX al artículo 94, y se deroga la fracción II del artículo 2, de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 2.-  …

I. …

II. SE DEROGA.
III. al XIV… 

XV. Secretaría: La Secretaría de Finanzas del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

XVI. Sobre cerrado: Cualquier medio que contenga la proposición del licitante cuyo contenido solo puede ser conocido en el acto de presentación y apertura de proposiciones en los términos de la Ley, y

XVII. Testigo Social: Las personas físicas que pertenezcan o no a organizaciones no gubernamentales, así como las propias organizaciones no gubernamentales, que cuenten con el registro correspondiente ante el Órgano de Control, las cuales a solicitud de las dependencias y entidades, por acuerdo entre ellas y la Secretaría o a solicitud de esta última, o del Órgano de Control, podrán participar con derecho a voz en las contrataciones que lleven a cabo las dependencias y entidades, emitiendo al término de su participación un testimonio público sobre el desarrollo de las mismas.

Artículo 4-A.- El Órgano de Control, queda facultado para interpretar esta Ley para efectos administrativos y dictará las disposiciones administrativas que sean estrictamente necesarias para su adecuado cumplimiento. Las disposiciones de carácter general, se publicarán en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 17.- …

Los Órganos Ejecutores, cuando sea el caso, previamente a la realización de los trabajos, deberán tramitar y obtener de las autoridades competentes los dictámenes, permisos, licencias, derechos de bancos de materiales, así como la propiedad o los derechos de propiedad incluyendo derechos de vía y expropiación de inmuebles sobre los cuales se ejecutarán las obras públicas. En las convocatorias a la licitación se precisarán, en su caso, aquellos trámites que corresponderá realizar al contratista.

Artículo 23.- …

I. … 

II. Revisar que las convocatorias de obra pública para las licitaciones públicas e invitación a cuando menos tres personas, se apeguen a lo previsto por las disposiciones aplicables; 

III. al V. …

…

Artículo 25.- …

I. al III. …

En los procedimientos de contratación deberán establecerse los mismos requisitos y condiciones para todos los participantes, especialmente por lo que se refiere a tiempo y lugar de entrega, plazos de ejecución, normalización, forma y tiempo de pago, penas convencionales, anticipos y garantías; debiendo los Órganos Ejecutores proporcionar a todos los interesados igual acceso a la información relacionada con dichos procedimientos, a fin de evitar favorecer a algún participante. Aplicando el principio establecido en el artículo 15 fracción VI de la presente Ley, en los procedimientos de contratación nacional e internacional, si en igualdad de circunstancias resultare que dos o más proposiciones son solventes porque satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados por la convocante, ésta deberá tomar en cuenta para la emisión del fallo a los contratistas locales, así como a las micro, pequeñas y medianas empresas de la entidad, dándoles un margen de  preferencia de hasta el quince por ciento de su propuesta económica, siempre que se garantice el objeto a que se refiere el artículo 43 de esta Ley.

Los contratistas o proveedores que deseen participar en algún procedimiento de contratación, en igualdad de condiciones, deberán contar con experiencia en la actividad que desarrollen, además presentar el manifiesto de no conflicto de intereses y dar cumplimiento al Código de Conducta en los términos de los artículos siguientes. 

…
…
Los Órganos Ejecutores pondrán a disposición pública, a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, la información que obre en su base de datos relacionada con las convocatorias a las licitaciones y el manifiesto de no conflicto de intereses, así como sus modificaciones en su caso; las actas de las juntas de aclaraciones y de visita a instalaciones; los fallos de dichas licitaciones o las cancelaciones de éstas, y los datos relevantes de los contratos adjudicados; así como otra información relativa a las materias que regula esta Ley, con excepción de aquella que sea de naturaleza reservada, en los términos establecidos en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 29-A.- En las licitaciones públicas, e invitaciones a cuando menos tres personas podrán participar testigos sociales, en la forma y términos señalados en los lineamientos para regular la participación de testigos sociales, que para el efecto emita el Órgano de Control, atendiendo al impacto que la contratación tenga en los programas sustantivos de la dependencia o entidad, conforme a lo siguiente:

I. Se deberá crear un comité de designación de testigos sociales integrado en los términos que establezcan los lineamientos señalados en el párrafo anterior y tendrá como objetivo asegurar la designación de los testigos sociales, con imparcialidad, fomentando la transparencia, mediante su participación en los procesos de contratación de las adquisiciones de bienes, arrendamiento de bienes, obra pública y servicios relacionados con las mismas, que lleven a cabo las dependencias y entidades. 

El comité podrá efectuar las sugerencias que considere necesarias para mejorar la participación de los testigos sociales, así como cualquier otra recomendación relacionada con los mismos, y determinará la cancelación del registro de los testigos sociales que incurran en las acciones previstas en los lineamientos.
II. El Órgano de Control, tendrá a su cargo el padrón público de testigos sociales, quienes podrán participar en todas las etapas de los procedimientos de licitación pública, a los que se refiere esta ley, con voz, y emitirán un testimonio final que incluirá sus observaciones y en su caso recomendaciones, mismo que tendrá difusión en la página electrónica de cada dependencia o entidad, en el medio de difusión electrónica que dicho órgano establezca y se integrará al expediente respectivo;
III. Los testigos sociales serán seleccionados mediante convocatoria pública, emitida por el Órgano de Control;

IV. El Órgano de Control, podrá acreditar como testigos sociales a aquellas personas que cumplan con los siguientes requisitos:

a) Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos o extranjero cuya condición migratoria permita la función a desarrollar;

b) Cuando se trate de una organización no gubernamental, acreditar que se encuentra constituida conforme a las disposiciones legales aplicables y que no persigue fines de lucro;

c) No haber sido sentenciado por delito doloso con pena privativa de libertad;

d) No ser servidor público en activo en México o en el extranjero. Asimismo, no haber sido servidor público federal o de una entidad federativa durante al menos un año previo a la fecha en que se presente su solicitud para ser acreditado;

e) No haber sido sancionado con inhabilitación o destitución de algún cargo como servidor público, ya sea federal, estatal, municipal o por autoridad competente en el extranjero;

f) Presentar currículo en el que se acrediten los grados académicos, la especialidad correspondiente, la experiencia laboral y, en su caso, docente, así como los reconocimientos que haya recibido a nivel académico y profesional;

g) Asistir a los cursos de capacitación que imparte el Órgano de Control sobre esta ley;

h) Presentar manifestación escrita bajo protesta de decir verdad de que se abstendrá de participar en contrataciones en las que pudiese existir conflicto de intereses, ya sea porque los licitantes o los servidores públicos que intervienen en las mismas tienen vinculación académica, de negocios o familiar, y

i)  No estar registrado como persona física en el padrón de proveedores y contratistas de la administración pública estatal, o formar parte de sociedades como accionista, socio, o empleado.

V. Los testigos sociales tendrán las funciones siguientes:
a) Proponer conforme a su experiencia y considerando las disposiciones legales o administrativas vigentes, los aspectos que mejoren el trato igualitario, la calidad y precio, así como las acciones que promuevan la eficiencia, eficacia, transparencia de las contrataciones y el combate a la corrupción.
b) Proponer a las dependencias, entidades y al Órgano de Control, mejoras para fortalecer la transparencia, imparcialidad y el cumplimiento a las disposiciones legales en materia de obras públicas y servicios relacionados con las mismas;

c) Dar seguimiento a las recomendaciones efectuadas en las contrataciones en las que haya participado, y

d) Emitir al final de su participación el testimonio correspondiente, del cual entregarán un ejemplar al Órgano de Control en un plazo no mayor a tres días hábiles. Dicho testimonio deberá publicarse dentro del mismo plazo en la página de internet de la dependencia o entidad que corresponda, y permanecer al menos durante los tres meses posteriores fecha de su publicación. Asimismo, el Órgano de Control, difundirá durante el mismo plazo, dicho testimonio en el medio de difusión electrónica que tenga autorizado.

En caso de que el testigo social detecte irregularidades en los procedimientos de contratación, deberá remitir su testimonio dentro de un plazo de 24 horas al Órgano de Control.

Se podrá exceptuar la participación de los testigos sociales en aquéllos casos en que los procedimientos de contrataciones contengan información clasificada como reservada que pongan en riesgo la seguridad en los términos de las disposiciones legales aplicables.

Artículo 30.- Las convocatorias a la licitación pública, que emitan los Órganos Ejecutores se difundirán mediante la publicación de un resumen, a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en un diario de circulación en el lugar o lugares donde se vaya a realizar la obra. 

El resumen, podrá referirse a una o más obras, o servicios relacionados con las mismas y deberá contener entre otros elementos, el objeto de la licitación, el volumen de la obra, el número de la licitación, las fechas en que se llevará a cabo cada uno de los actos de la licitación y la fecha de su publicación en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control.   

La convocatoria y sus anexos, se pondrán a disposición de los licitantes, para su consulta y venta, en el domicilio señalado en la convocatoria y en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, a partir de que se publique el resumen y hasta el sexto día natural anterior a la fecha programada para el acto de presentación y apertura de proposiciones.

La responsabilidad de adquirir la convocatoria será exclusiva de los interesados y dependiendo de la complejidad y magnitud de los trabajos debe contener lo siguiente:

I.
El nombre, denominación o razón social de la dependencia o entidad convocante; 

II.
El número de Oficio de Autorización de Liberación de Recursos emitido por la Secretaría; 

III. 
La indicación de que el licitante deberá contar con el registro en el padrón de contratistas ante el Órgano de Control vigente a la fecha de presentación de propuestas;

IV.
La forma en que los licitantes deberán acreditar su existencia legal y personalidad jurídica para efecto de la suscripción de las proposiciones y en su caso firma del contrato; 

V. 
La indicación de que el licitante deberá proporcionar una dirección de correo electrónico;  

VI. La indicación de los lugares, fechas y horarios en que los interesados podrán obtener las convocatorias a la licitación y, en su caso, el costo y forma de pago de las mismas; 

Cuando las convocatorias impliquen un costo, éste será fijado sólo en razón de la recuperación de las erogaciones derivadas de su publicación y la reproducción de los documentos que se entreguen; los interesados las podrán revisar previamente a su pago, este último será requisito para participar en la licitación;  

VII. Moneda o monedas en que podrán presentarse las proposiciones. En los casos en que se permita hacer la cotización en moneda extranjera se deberá establecer que el pago que se realice en el territorio nacional se hará en moneda nacional y al tipo de cambio que el Banco de México, publique en el Diario Oficial de la Federación, del día hábil bancario anterior a la fecha en que se haga el pago;

VIII. Las condiciones de pago de acuerdo al tipo de contrato a celebrar;  

IX.   Las fechas, horas y lugares de la celebración de los siguientes actos:

a) Visitas al sitio de realización de los trabajos;

b) Las juntas de aclaraciones, siendo optativa la asistencia a las              reuniones que en su caso se realicen, mismas que deberán llevarse a cabo dentro del período comprendido entre el cuarto día natural siguiente a aquél en que se publique la convocatoria y hasta el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones;

c) Los actos de recepción y apertura de proposiciones;

El acto en el que se dará a conocer el fallo y la adjudicación y firma del contrato. 

X. 
La especialidad que debe tener el licitante para poder participar en el proceso de contratación, misma que deberá corresponder a la registrada en el Padrón de Contratistas. 

XI. 
La indicación de si la licitación es nacional o internacional; y en caso de ser internacional, si se realizará o no bajo la cobertura del capítulo de compras del sector público de algún tratado, y el idioma o idiomas, además del español, en que podrán presentarse las proposiciones;  

XII. La descripción general de la obra o del servicio y el lugar en donde se llevarán a cabo los trabajos, así como, en su caso, información específica sobre las partes de los trabajos que podrán subcontratarse;  

XIII. Plazo de ejecución de los trabajos determinado en días naturales, indicando la   fecha estimada de inicio de los mismos;  

XIV. Porcentaje, forma y términos de las garantías que deban otorgarse y del anticipo que en su caso se otorgue;  

XV. La indicación de que no podrán participar las personas que se encuentren en los supuestos del artículo 50 de esta Ley.  

XVI. La indicación de que cualquier persona podrá asistir a los                                diferentes actos de la licitación en calidad de observador, sin necesidad de adquirir la convocatoria, registrando previamente su participación;

XVII. Señalamiento de las causas expresas de desechamiento que afecten directamente la solvencia de las propuestas, entre las que se incluirán la comprobación de que algún licitante ha acordado con otro u otros elevar el costo de los trabajos, o cualquier otro acuerdo que tenga como fin obtener una ventaja sobre los demás licitantes;

XVIII.
La indicación de que ninguna de las condiciones contenidas en la convocatoria de la licitación, así como en las proposiciones presentadas por los licitantes y contrato podrán ser negociadas;

XIX. Criterios claros y detallados para la evaluación de las propuestas y la adjudicación de los contratos, de conformidad con lo establecido por el artículo 37 de esta Ley;  

XX.
La descripción detallada de los proyectos arquitectónicos y de ingeniería que se requieran para preparar la proposición; normas de calidad de los materiales y especificaciones generales y particulares de construcción aplicables, en el caso de las especificaciones particulares, deberán ser firmadas por el responsable del proyecto;   

XXI. Tratándose de servicios relacionados con las obras públicas, los términos de referencia que deberán precisar el objeto y alcances del servicio; las especificaciones generales y particulares; el producto esperado, y la forma de presentación, así como los tabuladores de las cámaras industriales y colegios de profesionales que deberán servir de referencia para determinar los sueldos y honorarios profesionales del personal técnico;  

XXII. Relación de materiales y equipo de instalación permanente que, en su caso, proporcione la convocante, debiendo acompañar los programas de suministro correspondientes;  

XXIII. La indicación de que por ningún motivo se recibirán del contratista adjudicado, conceptos de obra contratados que no cuenten con las especificaciones y la calidad requeridas en el expediente técnico. Por lo que en caso de existir conceptos de obra que no cumplan con las especificaciones y la calidad requeridas deberán realizar lo conducente para garantizar que dichos conceptos cumplan con lo requerido, sin costo alguno para el Estado; 

XXIV. El modelo de contrato al que se sujetarán las partes, diferenciando las de obras y los de servicios, el que deberá contener los requisitos a que se refiere el artículo 45 de esta Ley;

XXV. Tratándose de contratos a precios unitarios o mixtos en su parte correspondiente, las dependencias o entidades, deberán señalar el procedimiento de ajuste de costos que deberá aplicarse, e incorporar como anexo de la convocatoria el catálogo de conceptos conteniendo, descripción, unidades de medición y cantidades, el mismo deberá estar firmado por el responsable del proyecto; y contener,  la relación de conceptos de trabajo más significativos, de los cuales los licitantes, deberán presentar el análisis y la relación de los costos básicos de materiales, mano de obra, maquinaria y equipo de construcción que intervienen en dichos análisis. En todos los casos se deberá prever que cada concepto de trabajo esté debidamente integrado y soportado, preferentemente, en las especificaciones de construcción y normas de calidad solicitadas, procurando que estos conceptos sean congruentes con las cantidades de trabajo requeridos por el proyecto;

XXVI. La indicación de que el licitante ganador que no firme el contrato por causas imputables al mismo será sancionado en los términos del artículo 78 y 79 de esta Ley;  

XXVII. En su caso, términos y condiciones a que deberá ajustarse la participación de los licitantes cuando las proposiciones sean enviadas por medios remotos de comunicación electrónica. El uso de estos medios para enviar sus proposiciones, no limita en ningún caso, el derecho de los licitantes de asistir a los diferentes actos derivados de una licitación;  

XVIII. La indicación de que no podrán participar las personas físicas o morales inhabilitadas o suspendidas en el Padrón de Contratistas del Estado por resolución del Órgano de Control, por la Secretaría de la Función Pública Federal o cualquier otra autoridad competente;  


Asimismo, la indicación de que los participantes deberán presentar manifestación bajo protesta de decir verdad de que por su conducto, no participan en los procedimientos de contratación establecidos en esta ley, personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en los términos del párrafo anterior, con el propósito de evadir los efectos de la inhabilitación, tomando en consideración, entre otros, los supuestos siguientes:  

a)
Personas morales en cuyo capital social participen personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en términos del primer párrafo de esta fracción;  

b)
Personas morales que en su capital social participen personas morales en cuyo capital social, a su vez, participen personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en términos del primer párrafo de esta fracción, y  

c)
Personas físicas que participen en el capital social de personas morales que se encuentren inhabilitadas.  


La participación social deberá tomarse en cuenta al momento de la infracción que hubiere motivado la inhabilitación. La falsedad en la manifestación a que se refiere esta fracción será sancionada en los términos de la Ley.  


En caso de omisión en la entrega del escrito a que se refiere esta fracción, o si de la información y documentación con que cuente el Órgano de Control se desprende que personas físicas o morales pretenden evadir los efectos de la inhabilitación, las dependencias y entidades se abstendrán de firmar los contratos correspondientes;  

XXIX. Tratándose de propuestas conjuntas en los términos del artículo 35 presente ordenamiento jurídico, la indicación del porcentaje mínimo de capital contable que deberá comprobar el licitante local y la proporción de la obra que obligadamente tiene que llevar a cabo el mismo licitante local, que en ambos casos deberá ser al menos del 50 por ciento. Para esto último deberá comprobar a satisfacción de la convocante, que cuenta con suficientes recursos financieros y técnicos;  

XXX. La relación de documentos que los licitantes deberán integrar a sus proposiciones; 


Se deberá señalar que para corroborar la calidad de Contratista Salarialmente Responsable, además de la revisión documental, la autoridad convocante podrá realizar las consultas que considere necesarias ante las instancias competentes.  


Se indicará la obligación de la persona física o moral que fungirá como contratista, de mantenerse como Contratista Salarialmente Responsable, en tanto dure el contrato, cuando éste sea el factor que determinó la adjudicación, mediante la entrega periódica de los documentos emitidos por la autoridad competente que permitan a la convocante corroborarlo. 

XXXI. Señalar un domicilio del licitante dentro del Estado de Coahuila de Zaragoza, para oír y recibir notificaciones;

XXXII. La forma en que los licitantes deberán demostrar la experiencia y capacidad técnica en obras similares y capacidad financiera que se requiera para participar en la licitación, de acuerdo con las características, complejidad y magnitud de los trabajos;

XXXIII. Señalar el porcentaje, forma y términos de las garantías del cumplimiento del contrato y la correspondiente a la calidad de los trabajos, vicios ocultos y cualquier otra responsabilidad que le resulte;

XXXIV. La convocante deberá incluir, la descripción detallada de los proyectos arquitectónicos y de ingeniería que se requieran para preparar la proposición; normas de calidad de los materiales y especificaciones generales y particulares de construcción aplicables, en el caso de las especificaciones particulares, deberán ser firmadas por el responsable del proyecto;

XXXV. El señalamiento  de que el licitante, para intervenir en el procedimiento deberá presentar un escrito firmado por su representante legal, en el que manifieste bajo protesta de decir verdad, que su representada, conoce el sitio de realización de los trabajos y sus condiciones ambientales; y que para la preparación de sus propuestas, ha considerado las normas de calidad de los materiales y las especificaciones generales y particulares de construcción que la dependencia o entidad convocante les ha  proporcionado con motivo de su participación en el proceso de contratación, asimismo que ha considerado en la integración de las proposiciones, los materiales y equipos de instalación permanente y el programa de suministro, que en su caso, le proporcionará la propia convocante;

XXXVI. El señalamiento de que el licitante para intervenir en el procedimiento de contratación deberá presentar:

a) Currículo de cada uno de los profesionales técnicos a su servicio, que serán responsables de la dirección, administración y ejecución de las obras, los que deberán tener experiencia en obras con características técnicas y magnitud similares;

b) Relación de maquinaria y equipo de construcción, indicando si son de su propiedad, arrendados con o sin opción a compra, su ubicación física, modelo y usos actuales, así como la fecha en que se dispondrá de estos insumos en el sitio de los trabajos conforme al programa presentado; tratándose de maquinaria o equipo de construcción arrendado, con o sin opción a compra, deberá presentarse carta compromiso de arrendamiento y disponibilidad;

c) Programa calendarizado mensual por concepto y cantidad de obra de acuerdo al catálogo de conceptos, rubricado en su totalidad por el licitante, sin incluir precios;

d) Presupuesto por partidas y general, asentados con número y letra los precios unitarios; los cuales deberán corresponder a los análisis presentados por el licitante, no debiendo modificar ningún aspecto de identificación, descripción o cuantificación del concepto. En caso de que haya discrepancia entre los precios con número y letra, se tomarán los de letra como correctos;

e) Programa de equipo y medidas de Seguridad e Higiene que el licitante  implementará con motivo de la obra licitada;

f)  Programa calendarizado mensual por concepto de obra, con subtotales por partida y montos de acuerdo al catálogo de conceptos, rubricado en su totalidad por el licitante;

XXXVII. El licitante deberá presentar los programas calendarizados y cuantificados para los siguientes rubros:

a) De los materiales, expresado en volúmenes e importes.

b) De maquinaria y equipo en horas efectivas de trabajo e importes.

c) De utilización de personal profesional, técnico, administrativo y de servicios encargado de la dirección, supervisión y administración de los trabajos expresados en horas-hombre e importes.

d) De mano de obra de campo que se utilizará en la obra, expresado en jornadas e importes.

e) El resumen de programas.

XXXVIII. El licitante deberá presentar carpeta de análisis de precios unitarios, que contenga los análisis correspondientes a cada uno de los conceptos de obra y que representen el total del monto de la propuesta, en el caso de que la carpeta del licitante no cumpla con este requisito, se considerará como no presentada y su proposición será desechada en el acto o durante la revisión detallada de las propuestas, además la carpeta de análisis de precios unitarios deberá contener:

a) Análisis, cálculo e integración del factor de salario real, conforme   a lo dispuesto en la convocatoria. 

b) Análisis de costos básicos de materiales y mano de obra.

c) Análisis de costo horario de equipo y maquinaria que se utilizará en el proceso de construcción, el costo horario deberá calcularse considerando el precio de equipos nuevos y deberá presentar el total de los análisis de maquinaria y equipo relacionados en su propuesta.

d) Análisis del factor de indirectos, separando indirectos de campo e indirectos de oficinas centrales.

Los licitantes deberán prever que los análisis de precios unitarios se presentarán estructurados, conforme a las indicaciones contenidas en la convocatoria, del mismo modo en la convocatoria, deberá indicarse el procedimiento de análisis de precios unitarios y el cargo por utilidad.

XXXIX. Si para verificar el cumplimiento de las especificaciones solicitadas se requiere de la realización de pruebas, la convocante precisará el método y el resultado mínimo que deberá obtenerse;

XL. La convocante deberá señalar si el contrato abarcará más de un ejercicio fiscal;

XLI. La convocante, podrá incluir en la convocatoria los demás requisitos generales que, por las características, complejidad y magnitud de los trabajos, deberán cumplir los interesados, precisando cómo serán utilizados en la evaluación;

XLII. La convocante deberá incluir en la convocatoria, la relación de documentos que los licitantes deberán integrar a sus proposiciones, atendiendo al tipo de contrato, características, magnitud y complejidad de los trabajos; 

XLIII. Los demás requisitos generales que, por las características, complejidad y magnitud de los trabajos, deberán cumplir los interesados, precisando cómo serán utilizados en la evaluación.

Artículo 32.-…
En licitaciones nacionales, el plazo para la presentación y apertura de propuestas será cuando menos, de quince días naturales contados a partir de la fecha de publicación del resumen de la convocatoria. 

Los plazos de las etapas del proceso de licitación se establecen a partir de la publicación del resumen de la convocatoria en el medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en un diario de circulación en el lugar o lugares donde se vaya a realizar la obra y son los siguientes: 

I. La venta y consulta de la convocatoria será a partir de la fecha de la publicación del resumen de la misma y hasta el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones; 

II. La junta de aclaraciones se podrá llevar a cabo a partir del cuarto día natural contado a partir de la fecha de publicación del resumen de la convocatoria y hasta el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones; 

III. La visita al sitio en donde se desarrollarán los trabajos, se podrá llevar a cabo a partir del cuarto día natural contado a partir de la fecha de publicación  del resumen de la convocatoria y hasta el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones; 

IV. El acto de presentación de propuestas técnica y económica será cuando menos quince días naturales después de la fecha de publicación  del resumen de la convocatoria;

V. …

…

Artículo 34.- Los Órganos Ejecutores, siempre que ello no tenga por objeto limitar el número de licitantes, podrán modificar los plazos u otros aspectos establecidos en la convocatoria a la licitación, a partir de la fecha de la publicación del resumen y hasta, inclusive, el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de propuestas a través de los mismos medios utilizados para su publicación,  a fin de que los interesados concurran ante la propia dependencia o entidad para conocer, de manera específica, las modificaciones respectivas. 

No será necesario hacer la publicación cuando las modificaciones deriven de las juntas de aclaraciones, siempre que a más tardar el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones, se ponga a disposición o se entregue copia del acta respectiva a cada uno de los licitantes que hayan adquirido la convocatoria de la correspondiente licitación. 

En las juntas de aclaraciones, las convocantes resolverán en forma clara precisa las dudas o cuestionamientos que sobre las convocatorias a la licitación les formulen los interesados, debiendo constar todo ello en el acta que para tal efecto se levante. De proceder las modificaciones en ningún caso podrán consistir en la sustitución o variación sustancial de los trabajos convocados originalmente, o bien, en la adición de otros distintos. 

Cualquier modificación derivada del resultado de la o las juntas de aclaraciones, será considerada como parte integrante de las propias convocatorias a la licitación.

Artículo 35.- La entrega de las propuestas presenciales se hará en sobre cerrado, en los términos solicitados en las convocatorias a la licitación y acompañadas, cuando así se disponga en las mismas, de un dispositivo magnético, preferentemente disco compacto, introducido en el sobre que contenga fielmente reproducida la información de la propuesta y de los anexos indicados, y en su caso, la anotación correspondiente que acredite a las personas físicas o morales participantes ser Contratistas Salarialmente Responsables, de conformidad a lo señalado en el presente ordenamiento. La documentación distinta a la propuesta técnica y económica que específicamente señale la convocante en las convocatorias a la licitación, podrá entregarse, a elección del licitante, dentro o fuera de dicho sobre. 

…

…

Artículo 36.- … 

I. 
y II. …

III. 
…

El acta será firmada por los asistentes, la falta de firma de algún licitante no invalidará su contenido y efectos, se pondrá a su disposición a la dirección del correo electrónico que al efecto hayan señalado en su propuesta. Asimismo se difundirá a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control.

IV. …

Artículo 37.- Las dependencias y entidades, para hacer la evaluación de las propuestas, deberán verificar que las mismas cumplan con los requisitos solicitados en las convocatorias a la licitación, para tal efecto, la convocante deberá establecer previamente los procedimientos y los criterios claros y detallados para determinar la solvencia de las propuestas, dependiendo de las características, complejidad y magnitud de los trabajos por realizar.  

…

Tratándose de servicios relacionados con las obras públicas, deberán verificar, entre otros aspectos, el cumplimiento de las condiciones legales exigidas al licitante; que el personal propuesto por el licitante cuente con la experiencia, capacidad y recursos suficientes para la realización de los trabajos solicitados por la convocante; que los tabuladores de sueldos sean acordes a los requisitos de las convocatorias a la  licitación; que la integración de las plantillas y el tiempo de ejecución correspondan al servicio ofertado. Atendiendo a las características propias de cada servicio y siempre y cuando se demuestre su conveniencia, se utilizarán mecanismos de puntos y porcentajes para evaluar las propuestas, salvo en los casos de asesorías y consultorías en que invariablemente deberán utilizarse estos mecanismos, de acuerdo con los lineamientos que para tal efecto emita el Órgano de Control.  

… 

…

…

Si resultare que dos o más proposiciones son solventes porque satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados por la convocante, el contrato se adjudicará a quien presente la proposición que resulte económicamente más conveniente para el Estado, o en su caso, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 25 de la presente ley.

Artículo 38.- En junta pública, a la que libremente podrán asistir los licitantes que hubieren participado en el acto de presentación y apertura de proposiciones, se dará a conocer el fallo de la licitación; levantándose el acta respectiva, que firmarán los asistentes, a quienes se les enviará a la dirección del correo electrónico que al efecto hayan señalado en su propuesta, poniéndose además a disposición de los que no hayan asistido a través del medio de difusión electrónica que establezca el Órgano de Control, para efecto de su notificación. La falta de firma de algún licitante no invalidará el contenido y efectos del acta.  

… 

… 

Artículo 39.- Las dependencias y entidades procederán a declarar desierta una licitación pública y deberán expedir una segunda convocatoria, cuando ninguna de las propuestas presentadas reúna los requisitos de la primer convocatoria a la licitación o sus precios de insumos no fueren aceptables; o bien, cuando los recursos autorizados no sean suficientes para cubrir el monto de las propuestas económicas presentadas por los licitantes; en caso de que la segunda convocatoria se declarare desierta se procederá a la asignación directa. 

 …

Artículo 41.-  …

I. al VII. … 

VIII.
Se realicen dos licitaciones públicas que hayan sido declaradas desiertas, siempre que no se modifiquen los requisitos esenciales señalados en las convocatorias a la licitación; 

IX.
al XIII. …

…

Artículo 42.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar obras públicas sin sujetarse al procedimiento de licitación pública siempre que los contratos no se fraccionen para quedar comprendidas en los supuestos de excepción a la licitación pública a que se refiere este artículo, en los siguientes casos:

I. A través de invitación a cuando menos tres personas, cuando el importe de cada contrato sea de más de 13,300 y hasta un máximo de 53,550 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado, y

II. A través de adjudicación directa con por lo menos tres cotizaciones,  cuando el monto del contrato no exceda de 13,300 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado al momento de iniciar el procedimiento de contratación, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado. 

Artículo 42-A.- Tratándose de servicios relacionados con las obras públicas, las dependencias y entidades,  podrán contratar sin sujetarse al procedimiento de licitación pública,  siempre que los contratos no se fraccionen para quedar comprendidas en los supuestos de excepción a la licitación pública a que se refiere este artículo, en los casos siguientes:

I. A través de invitación a cuando menos tres personas cuando el importe de cada contrato sea de más de 4,463 y hasta un máximo de 17,853 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado al momento de iniciar el procedimiento de contratación, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado, y

II. Por medio de adjudicación directa con cuando menos tres cotizaciones si el monto del contrato no exceda de 4,463 días de salario mínimo general vigente en la capital del estado al momento de iniciar el procedimiento de contratación, sin considerar el Impuesto al Valor Agregado. 

Artículo 42-B.- La suma de los montos de los contratos que se realicen al amparo de los artículos 42 y 42-A, no podrá exceder del veinte por ciento del presupuesto autorizado a las dependencias y entidades para realizar obras públicas y servicios relacionados con las mismas en cada ejercicio presupuestario. 

En casos excepcionales, el titular de la dependencia, bajo su responsabilidad, podrá fijar un porcentaje mayor al indicado en este artículo, debiéndolo hacer del conocimiento de la Secretaría y el Órgano de Control.

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación de los trabajos en la dependencia o entidad podrá adjudicar directamente el contrato.

En los supuestos de los artículos 42 y 42-A, de esta Ley, únicamente se invitará a personas cuyas actividades comerciales o profesionales estén relacionadas con las obras o servicios objeto del contrato a celebrarse y que cuenten con los recursos legales, técnicos y económicos suficientes para satisfacer oportunamente las necesidades de la convocante, y con experiencia y conocimientos técnicos para la realización de las obras o la prestación de los servicios requeridos.

Artículo 43.- … 

I. al III. …

IV. En las convocatorias se indicarán, según las características, complejidad y magnitud de los trabajos, aquellos aspectos que correspondan al artículo 30 de esta Ley; 

V. al VIII. …

Artículo 43-A.- …

I. …

II. 
La dependencia o entidad deberá entregar los documentos y la información que permita la participación de los contratistas en igualdad de condiciones, la preparación de sus cotizaciones y el cumplimiento de los requisitos que resulten aplicables en los términos del artículo 30 de la presente Ley.  

III. al VI. …

VII. La dependencia o entidad, deberá realizar el análisis técnico y económico de las cotizaciones recibidas mediante los cuadros comparativos correspondientes, debiendo elaborar el dictamen que servirá de base para el fallo atendiendo al resultado de la evaluación técnica y económica.

VIII. Solo podrá asignarse el contrato si se cuenta con tres propuestas          económicas solventes.  

Cumplido todo lo anterior, la dependencia o entidad elaborará el contrato respectivo, en los términos del artículo 45 de la presente Ley. 

Para efectos del presente artículo, las garantías serán exigibles en los términos previstos en los artículos 46 y 47 de esta Ley.

Artículo 44.- …

I. al III. …

Las dependencias y entidades podrán incorporar en las convocatorias a la licitación las modalidades de contratación que tiendan a garantizar al Estado las mejores condiciones en la ejecución de los trabajos, siempre que con ello no desvirtúen el tipo de contrato que se haya licitado. 

…

Artículo 45.- …

I. al  VI. …  

VII. El plazo de ejecución de los trabajos determinado en días naturales, indicando la fecha de inicio y conclusión de los mismos, así como los plazos para verificar la terminación de los trabajos y la elaboración del finiquito referido en el artículo 64 de esta Ley, este último plazo no podrá exceder de sesenta días naturales, los cuales deben ser establecidos de acuerdo con las características, complejidad y magnitud de los trabajos  y comunicarse por escrito al licitante, indicando la fecha, lugar y hora para esta actividad;  

VIII. al XIII. …  

XIV.
Procedimiento de ajuste de costos que deberá ser el determinado desde la convocatoria a la licitación por la dependencia o entidad, el cual deberá regir durante la vigencia del contrato;  

XV. al XIX.  …  

Para los efectos de esta Ley, las bases de licitación, el contrato, sus anexos y la bitácora de los trabajos son los instrumentos que vinculan a las partes en sus derechos y obligaciones. Las estipulaciones que se establezcan en el contrato no deberán modificar las condiciones previstas en las convocatorias a la licitación.  

…

…

Artículo 46.- La adjudicación del contrato obligará al Órgano Ejecutor y a la persona en quien hubiere recaído dicha adjudicación, a formalizar el documento relativo en la fecha que se haya establecido en las convocatorias a la licitación, que no será posterior a los quince días naturales siguientes al de la notificación del fallo. No podrá formalizarse contrato alguno que no se encuentre garantizado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta Ley. 

…

…

Si la dependencia o entidad no firmare el contrato respectivo o cambia las condiciones de las convocatorias a la licitación que motivaron el fallo correspondiente, el licitante ganador, sin incurrir en responsabilidad, no estará obligado a ejecutar los trabajos. En este supuesto, la dependencia o entidad, a solicitud escrita del licitante, cubrirá los gastos no recuperables en que hubiere incurrido para preparar y elaborar su propuesta, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen directamente con la licitación de que se trate. 

El contratista a quien se adjudique el contrato, no podrá hacerlo ejecutar por otro; pero, con autorización previa del titular del área responsable de la ejecución de los trabajos en la dependencia o entidad de que se trate, podrá hacerlo respecto de partes del contrato o cuando adquiera materiales o equipos que incluyan su instalación en las obras. Esta autorización previa no se requerirá cuando la dependencia o entidad señale específicamente en las convocatorias a la licitación, las partes de los trabajos que podrán ser objeto de subcontratación. En todo caso, el contratista seguirá siendo el único responsable de la ejecución de los trabajos y de la calidad de estos ante la dependencia o entidad. 

…

Artículo 47.- Los contratistas que celebren los contratos a que se refiere esta Ley deberán garantizar mediante póliza de fianza expedida por institución afianzadora mexicana autorizada conforme a derecho: 

I. Los anticipos que en su caso reciban y correspondan a trabajos que se realicen en el mismo período presupuestario, deberán constituirse en el lugar y fecha establecidos en el contrato, dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha de notificación del fallo, o en un período o menor contra entrega del anticipo, por la totalidad del monto de los mismos.

II. Los anticipos que en su caso reciban y correspondan a trabajos que se realicen en más de un ejercicio presupuestario, deberán constituirse en el lugar y fecha establecidos en el contrato, dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha en la que la dependencia o entidad notifique por escrito al contratista el monto del anticipo que se le otorgará, atendiendo a la inversión autorizada al contrato para el ejercicio de que se trate.  

III.  El cumplimiento de los contratos. Esta garantía deberá constituirse dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha de notificación del fallo, por un mínimo del diez por ciento y hasta un máximo del veinte por ciento del total del contrato, y en su caso se hará efectiva por el monto total de la obligación garantizada.

IV. La garantía de la calidad de la construcción o del servicio contratado, vicios ocultos y daños y perjuicios que por inobservancia o negligencia de parte del contratista se pudieren causar al Órgano Ejecutor contratante o a terceros, durante un período de 18 meses después de la recepción de los trabajos o servicios objeto del contrato, por el equivalente a un mínimo del diez por ciento y hasta un máximo del veinte por ciento del monto de los trabajos. 

Para los efectos de este artículo, los titulares de las dependencias o los órganos de gobierno de las entidades fijarán en las convocatorias a la licitación, la forma y el porcentaje a los que deberán sujetarse las garantías que deban constituirse. 

En los casos señalados en el artículo 41, fracciones X y XI de esta Ley, así como en el caso de adjudicación directa previsto por el artículo 42 de este ordenamiento, el titular de la dependencia o entidad, bajo su responsabilidad, podrá exceptuar a los contratistas de presentar la garantía del cumplimiento, mediante autorización por escrito, en cuyo caso no deberán aceptarse cargos por el costo de dicho concepto; sin embargo deberá exigirse la garantía de los defectos, vicios ocultos y cualquier otra responsabilidad que resulte, en los términos del artículo 66 de esta Ley.

Cuando los trabajos se realicen en más de un ejercicio presupuestario, la garantía de cumplimiento deberá sustituirse en el o los siguientes ejercicios en proporción al monto autorizado para el ejercicio presupuestal de que se trate, considerando los trabajos faltantes de ejecutar conforme al programa convenido, actualizando los importes de acuerdo con los ajustes de costos autorizados y las modificaciones contractuales. En estos casos la garantía de cumplimiento sustituta deberá ser entregada a la dependencia o entidad dentro de los 15 días naturales siguientes a la fecha en que el monto de la inversión autorizada se notifique al contratista.

A petición del contratista, la dependencia o entidad podrá acceder a que no se sustituya la garantía otorgada en el primer ejercicio fiscal, siempre que continúe vigente y su importe mantenga la misma proporción que la del primer ejercicio en relación con el valor actualizado de los trabajos faltantes por ejecutar en cada ejercicio siguiente. 

Las dependencias y entidades, una vez cumplidas las obligaciones del contratista a su satisfacción y entregada la garantía de vicios ocultos y daños y perjuicios a que se refiere la fracción III, del presente artículo y cuando los anticipos se encuentren totalmente amortizados procederán inmediatamente a través del servidor público facultado para ello, a: 

Levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones derivados del contrato, a efecto de que se inicien los trámites para la cancelación de la garantía de cumplimiento del contrato.

Artículo 54.- … 

… 

…

…

… 

…

En los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo, la forma de estimar los trabajos y los plazos para su pago deberá establecerse en las convocatorias a la licitación y en el contrato correspondiente. 

Las dependencias y entidades deberán establecer en sus convocatorias a la licitación y en los contratos que se celebren al amparo de esta ley, que el pago a contratistas podrá realizarse a través del sistema de factoraje electrónico denominado Cadenas Productivas implementado por el gobierno del estado en coordinación con Nacional Financiera S.N.C.

Artículo 59. - …

…

…

…

…

…

…

…

…

Las dependencias y entidades deberán solicitar al contratista, el endoso de la fianza de garantía de cumplimiento del contrato, cuando se lleven a cabo convenios modificatorios o adicionales que impliquen cambios en el plazo o el monto originalmente contratados.

Artículo 66.- Concluidos los trabajos, el contratista quedará obligado a responder de los defectos que resultaren en los mismos, de los vicios ocultos y de cualquier otra responsabilidad en que hubiere incurrido, en los términos señalados en el contrato respectivo y en la legislación aplicable.

Los trabajos se garantizarán durante un plazo de 18 meses por el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el párrafo anterior, por lo que previamente a la recepción de los trabajos, los contratistas deberán constituir sus fianzas en los términos contenidos en el artículo 47 del presente ordenamiento legal, mismas que se sujetarán a los términos, plazos y condiciones establecidos en el contrato y son independientes a las penas convencionales a que se refiere la fracción XI, del artículo 45 de esta Ley.

Cuando aparezcan defectos, vicios ocultos o cualquier otra responsabilidad atribuible al contratista en los trabajos realizados dentro del plazo cubierto por la garantía a que se refiere el presente artículo, la dependencia o entidad deberá hacerlo del conocimiento de la afianzadora, a efecto de que ésta no sea cancelada y notificarlo por escrito al contratista, para que éste haga las correcciones o reposiciones correspondientes, dentro de un plazo máximo de treinta días naturales; transcurrido este término sin que se hayan realizado, la dependencia o entidad procederá a hacer efectiva la garantía. Si la reparación requiere de un plazo mayor, las partes podrán convenirlo, debiendo continuar vigente la garantía, el ajuste correspondiente se realizará mediante endoso de la fianza. 

Quedarán a salvo los derechos de las dependencias y entidades para exigir el pago de las cantidades no cubiertas de la indemnización que a su juicio corresponda, una vez que se hagan efectivas las garantías constituidas conforme a este artículo.

Artículo 76.- El Órgano de Control, en el ejercicio de sus facultades, podrá verificar, en cualquier tiempo, que las obras públicas y servicios relacionados con las mismas se realicen conforme a lo establecido en esta Ley o en otras disposiciones aplicables; convocatorias a la licitación, anexos, actas, contratos, fianzas y todos los documentos relacionados con el proceso de contratación. Si el Órgano de Control determina la nulidad total del procedimiento de contratación por causas imputables a la convocante, la dependencia o entidad reembolsará a los licitantes los gastos no recuperables en que hayan incurrido, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen directamente con la operación correspondiente. 

…

Artículo 84 .- …

I. La convocatoria a la licitación o la junta de aclaraciones, siempre que el interesado haya adquirido la convocatoria y manifestado su objeción, así como los argumentos y razones jurídicas que la funden, en la propia junta de aclaraciones; 

…

II.
y III. …

IV.     Los actos y omisiones por parte de la convocante que impidan la formalización del contrato en los términos establecidos en las convocatorias o en esta Ley. 

…

…

…

…

…

…

Artículo 93.- …

…

…

Para la evaluación de las solicitudes de inscripción o refrendo el Órgano de Control deberá verificar en forma programada el domicilio fiscal y las instalaciones del solicitante, así mismo verificar infraestructura, maquinaria, personal capacitado y demás relacionadas con la actividad del solicitante que considere importantes para dicha evaluación, lo que se hará constar mediante el acta correspondiente. Lo anterior podrá llevarse a cabo durante la evaluación o inclusive posterior a la emisión del Certificado de Aptitud. Si no fuera permitida por el solicitante o su personal, la evaluación antes referida, el trámite para la expedición de dicho certificado será cancelado y en el caso de ser posterior a la emisión del Certificado de Aptitud éste deberá ser cancelado y en su caso cancelado en el Padrón de Contratistas de la Administración Pública Estatal.

Artículo 94.- …

I. y II. …

III. Acreditamiento del o los representantes o  del o los apoderados legales, así como identificación oficial y su currículum vitae;

IV. …
V. Acreditar pertenecer a la Cámara Empresarial correspondiente, contar con el Registro del Sistema de Información Empresarial Mexicano Vigente; y haber cumplido con las inscripciones, registros y declaraciones que exigen las disposiciones de orden fiscal o administrativo y Seguridad Social:

VI. Acreditar mediante la exhibición de los documentos respectivos, que es productor o comerciante legalmente establecido; así mismo, deberán presentar una relación de las empresas del sector privado y de las dependencia o entidades de los tres órdenes de gobierno, de las cuales sean o hayan sido proveedores.

VII. La georreferenciación de los domicilios de las sociedades o asociaciones o personas físicas solicitantes, así como fotografías del interior y exterior de la empresa, negociación o establecimiento comercial.

VIII. Pagar previamente los derechos establecidos en el ordenamiento correspondiente, y

IX. Los demás documentos e información que el Órgano de Control considere pertinentes. 

Las personas físicas deberán acreditarse con su acta de nacimiento e identificación oficial, así mismo deberán exhibir currículum vitae, debiendo cumplir con los requisitos de este Artículo, excepto los de las fracciones II y III.

…

…

…   

…

Artículo 95.- Los interesados presentarán su solicitud con los documentos señalados en el artículo 94 de esta ley ante el Órgano de Control el cual, dentro de un término de veinte días hábiles siguientes a su presentación, resolverá sobre la inscripción en el padrón, este término podrá prorrogarse por diez días más, debiendo expedir el Órgano de Control, el Certificado de Aptitud. 

...

…

…

Artículo 96.- …  

Los contratistas que tengan interés en continuar inscritos en el Padrón, y en su caso, conservar la calidad de Salarialmente Responsables podrán presentar su solicitud de refrendo ante el Órgano de Control, dentro de los treinta días hábiles anteriores al vencimiento de su Certificado de Aptitud, la cual deberá ser acompañada con la información y documentos actualizados y complementarios que procedan, en los términos del artículo anterior. 

…

…

…

…

…

Artículo 100.- …

…

…

Solamente en los casos en que por la magnitud y complejidad de la obra, la convocante requiera que los licitantes comprueben un capital contable mayor; previa autorización del titular de la dependencia o entidad, deberán señalar en la convocatoria a la licitación, como requisito; la presentación de Estados Financieros dictaminados para efectos fiscales, por Contador Público autorizado y debidamente acreditado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Las disposiciones relativas al uso de la modalidad de subasta electrónica inversa, serán aplicables dentro de los ciento ochenta días después de la entrada en vigor del presente Decreto.

SEGUNDO. Los proveedores y contratistas inscritos en el padrón de proveedores y padrón de contratistas, deberán actualizar la información y documentación a que se refiere el presente decreto en el término que establezca la autoridad competente.

TERCERO. La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, la Secretaría de Infraestructura y Transporte, la Secretaría de Finanzas y demás dependencias competentes, deberán llevar a cabo todas las acciones que resulten necesarias para la implementación de lo establecido en la presente reforma.

CUARTO. Los procedimientos de contratación que se encuentren en curso a la entrada en vigor del presente decreto, serán tramitados hasta su conclusión de conformidad con las disposiciones vigentes al momento en que fueron iniciados.

QUINTO. La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la publicación de este Decreto, deberá emitir los lineamientos para regular la participación de los testigos sociales.
SEXTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 1° de marzo de 2017.
POR LA COMISION DE FINANZAS
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D I C T A M E N presentado por las Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a las observaciones realizadas por el Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Decreto 720 de fecha 20 de diciembre de 2016, mismo que contiene la adición de diversas disposiciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 24 de enero del año dos mil diecisiete, se acordó turnar a esta Comisión, el oficio que contiene las observaciones realizadas al Decreto número 720 de fecha 20 de diciembre de 2016, relativo a la adición de diversas disposiciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, por el Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, es competente para emitir el presente Dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, 116, 163, 206 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
SEGUNDO.- Que con fecha 19 de enero de 2017, mediante oficio número CJ/COE/020/2017, el Ejecutivo del Estado informó a esta H. Legislatura que, en uso de la facultad que le concede el artículo 83 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, dentro del término previsto en la disposición en cita, serían remitidas a esta Soberanía observaciones al Decreto 720 de fecha 20 de diciembre de 2016.
TERCERO.- Que con fecha 24 de enero de 2017, se turnó a esta Comisión las observaciones realizadas al Decreto número 720 de fecha 20 de diciembre de 2016, que contiene la adición de diversas disposiciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza.

CUARTO.- Que las observaciones realizadas al Decreto número 720 de fecha 20 de diciembre de 2016, que contiene la adición de diversas disposiciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, realizadas por el Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en las consideraciones siguientes:  

“Se considera adecuado someter nuevamente a estudio y discusión el Decreto 720 que adiciona la fracción VI al Artículo 5 y los Artículos 39-A, 39-B, 39-C, 39-D, 39-E, 39-F, 39-G, 39-H, 39-I, 39-J, 39-K, 39-L a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, a efecto de que sean objeto de estudio las consideraciones emitidas por la Comisión Federal de Competencia Económica, en la Comisión respectiva”.

QUINTO.- Quienes integramos la presente Comisión Dictaminadora hemos realizado un análisis a dicho decreto derivado de las observaciones enviadas por el Ejecutivo Estatal.

Atentos a dichas observaciones, estimamos pertinente señalar que estas recomendaciones fueron hechas con el objeto de analizar las consideraciones realizadas por la Comisión Federal de Competencia Económica.

En este contexto, es dable apuntar que en los últimos tiempos la tecnología y medios de comunicación se han hecho presentes en la mayoría de las actividades que realizamos cotidianamente, y es así que el avance tecnológico provoca la aparición de diversos servicios de transporte que no se encuentran contemplados en nuestra legislación actual.
Al respecto, es de precisar que en el Estado a principios del mes de agosto de 2016, apareció por primera vez un servicio de transporte, el cual, podía ser solicitado y contactado mediante una aplicación móvil, a lo que se le ha denominado Empresas de Redes de Transporte.

En este sentido, quienes integramos la presente Comisión consideramos que resulta de gran importancia realizar diversas modificaciones a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado, con la finalidad de incorporar la figura de las Empresas de Redes de Transporte, así como las bases generales para el funcionamiento óptimo de las mismas. Lo anterior permitirá que exista un marco jurídico aplicable a esta nueva modalidad de transporte, y que al mismo tiempo provea de los mecanismos indispensable para que no exista una competencia desleal que pudiera generar un menoscabo en la economía de los concesionarios de transporte ya establecidos en nuestra entidad.

En razón de lo anterior, es que consideramos pertinente emitir de nuevo un proyecto de decreto, bajo los términos siguientes:
P R O Y E C T O   D E   D E C R E T O

ÚNICO.- Se adiciona la fracción VI al Artículo 5 y los Artículos 39-A, 39-B, 39-C, 39-D, 39-E, 39-F, 39-G, 39-H, 39-I, 39-J, 39-K, 39-L a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a V. …

VI. Empresas de Redes de Transporte: Aquellas sociedades mercantiles constituidas conforme a las leyes mexicanas que intermedian el acuerdo entre usuarios y conductores prestadores del servicio de transporte entre particulares a través de aplicaciones móviles. 

También podrán ser consideradas como Empresas de Redes de Transporte aquellas sociedades que, por virtud de acuerdos comerciales vigentes, promuevan el uso de tecnologías o aplicaciones tecnológicas, propias o de terceros que permitan mediar el acuerdo entre usuarios y conductores prestadores de servicios de transporte entre particulares.

Los prestadores del servicio público de transporte de pasajeros podrán hacer uso de plataformas tecnológicas complementarias para contactar con usuarios sin necesidad de obtener el registro a que se refiere el artículo 39-B de la presente Ley.

CAPÍTULO CUARTO BIS

DEL SERVICIO DE TRANSPORTE ENTRE PARTÍCULARES

ARTÍCULO 39-A.- El servicio de transporte entre particulares es aquél que se presta por conductores vinculados a una Empresa de Redes de Transporte o una empresa relacionada, filial o subsidiaria de la misma, cualquiera de las cuales este registrada en la Secretaría a usuarios previamente registrados en la plataforma tecnológica promovida, administrada u operada por la Empresa de Redes de Transporte. 

Este servicio no estará sujeto a itinerarios, rutas, horarios fijos, cromática, placas especiales o regulación tarifaria.

ARTÍCULO 39-B.- El servicio de transporte entre particulares se prestará en vehículos particulares que, sin estar sujetos al otorgamiento de una concesión, permiso o autorización por parte de la Secretaría o de los Municipios, deberán estar registrados en una Empresa de Redes de Transporte o una empresa relacionada, filial o subsidiaria de la misma que a su vez cuente con registro para su funcionamiento otorgado por la Secretaría.

ARTÍCULO 39-C.- Para obtener el registro a que hace referencia el artículo anterior, las Empresas de Redes de Transporte deberán proporcionar la información siguiente:

a) Acta constitutiva, teléfono, correo electrónico y comprobante de domicilio;

b) Documento que acredite la designación del representante legal;

c) Registro Federal de Contribuyentes; 

d) Relación de los conductores y los vehículos registrados en la plataforma;

e) Realizar el pago de derechos de conformidad con la legislación aplicable;

f) Modelo de póliza de seguro con cobertura amplia para responder por los daños y perjuicios causados durante la prestación del servicio de transporte entre particulares.

Las Empresas de Redes de Transporte deberán cubrir las contribuciones y aportaciones que se establezcan en las disposiciones legales fiscales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 39-D.- El registro para el funcionamiento de las Empresas de Redes de Transporte tendrá una vigencia de cinco años y podrán renovarse siempre y cuando la Empresa de Redes de Transporte haya cumplido con todos los requisitos establecidos por esta Ley, previo el pago de derechos que correspondan establecidos de conformidad en la legislación aplicable.

ARTÍCULO 39-E.- Los vehículos que presten el servicio de transporte entre particulares deberán estar registrados ante las Empresas de Redes de Transporte o una empresa relacionada, filial o subsidiaria de la misma, para lo cual deberán cubrir los siguientes requisitos: 

I. Contar con las medidas y características propias de al menos un auto sedan, aire acondicionado, frenos antibloqueo, cinturones de seguridad para todos los pasajeros y bolsas de aire delanteras todos funcionales;

II. Antigüedad máxima de 5 años; 

III. Tarjeta de circulación vehicular y placas del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV. Comprobante del pago de derechos de control vehicular del año en curso en el Estado de Coahuila de Zaragoza; 

V. Comprobante de verificación vehicular vigente;

VI. Póliza de seguro que cubra la responsabilidad civil por daños, lesiones o muerte de los usuarios y de terceros, y

Estar al corriente en el pago de sus obligaciones fiscales.

ARTÍCULO 39-F.- Las Empresas de Redes de Transporte tendrán las siguientes obligaciones:

I. Obtener el registro a que hace referencia el artículo 39-B de la Ley;

II. Verificar que los vehículos registrados cumplan con lo dispuesto en el artículo anterior y satisfagan las condiciones mecánicas y de seguridad previstas en el reglamento de esta Ley;

III. Prestar todas las facilidades e información que le requieran las autoridades estatales y municipales en el ejercicio de sus funciones siempre que dicha solicitud sea por escrito;

IV. Contar con un seguro de cobertura amplia a efecto de responder de manera solidaria con el conductor de redes de transporte de los daños y perjuicios causados durante la prestación del servicio;
V. Dar aviso a la autoridad correspondiente de las altas y bajas de conductores y vehículos ocurridas en su plataforma;

VI. Aplicar controles de revisión para los conductores, según determine cada plataforma;

VII. Capacitar a sus conductores para la prestación del servicio;
VIII. Aportar el 1.5 % por cada viaje realizado, al fondo para el auto de alquiler, la movilidad y el peatón, en la forma y términos que se establezca en el convenio que deberá celebrar la Empresa de Redes de Transporte con el municipio en que se preste el servicio.

ARTÍCULO 39-G.- Son obligaciones de los conductores del servicio particular de transporte las siguientes:

I. Contar con licencia de conducir tipo A;

II. Portar en todo momento:

a) Tarjeta de circulación del vehículo; 

b) El documento físico o electrónico que acredite su registro ante la Empresa de Redes de Transporte o una empresa relacionada, filial o subsidiaria de la misma;

c) Copia de la póliza de seguro con cobertura amplia que proteja a los pasajeros y/o usuarios; 

III. Aprobar los exámenes y controles que aplique la Empresa de Redes de Transporte; 
IV. Respetar las normas de tránsito y vialidad de los municipios en los que presten el servicio.

ARTÍCULO 39-H.- Queda prohibido a las Empresas de Redes de Transporte:

I. Ofrecer o contratar sus servicios a través de medios distintos a los previstos por el presente capítulo;

II. Permitir que el servicio de transporte entre particulares sea realizado por conductores que no cumplan con los requisitos establecidos por la ley.

ARTÍCULO 39-I.- Los conductores, bajo ninguna circunstancia, podrán recibir pagos en efectivo u ofrecer el servicio directamente en la vía pública sin la previa contratación del servicio mediante plataforma tecnológica, ni podrán hacer sitio, matriz, base o establecimientos similares.

ARTÍCULO 39-J.- El pago de este servicio deberá realizarse por cualquier sistema de pago electrónico, y estará sujeto a los requisitos y condiciones que establecen la Ley y los reglamentos.

ARTÍCULO 39-K.- El registro de las Empresas de Redes de Transporte termina por:

I. Conclusión de su vigencia;

II. Incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley;

III. Realización de los supuestos previstos en el artículo 39-H;

IV. Renuncia expresa;

V. Liquidación.

ARTÍCULO 39-L.- El incumplimiento por parte de los conductores, de las obligaciones previstas en este capítulo será sancionado conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura, y Transporte de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera, (Coordinador), de la Dip. Martha Hortensia Garay Cadena (Secretaria), del Dip. Antonio Nerio Maltos, de la Dip. María del Socorro Lozano Dávila y de la Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de febrero de 2017.
COMISIÓN DE DESARROLLO URBANO, INFRAESTRUCTURA Y TRANSPORTE. 
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DICTAMEN de la Comisión de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un oficio enviado por el Director del Instituto Coahuilense del Catastro y la Información Territorial, mediante el cual solicita una reforma al Decreto 677 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de diciembre de 2016, en el cual se autorizó las Tablas de Valores de Uso de Suelo y Construcción del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2017, para se incluyan dos congregaciones en virtud que se omitió integrarlas a las tablas de valores de uso de suelo y construcción del presente ejercicio fiscal.

RESULTANDO

ÚNICO.- En sesión celebrada en fecha 1 de febrero de 2017, la Diputación Permanente del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Hacienda, para su estudio y, en su caso, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 92, 116, 117, 152, 153 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO. Que conforme a lo dispuesto en el Artículo 59, fracción I y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado y en el Artículo 21, fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, son atribuciones del Poder Legislativo, expedir, reformar, derogar y abrogar leyes y decretos, en todo lo concerniente al Poder Público del Estado.
TERCERO. Que este Honorable Congreso del Estado mediante Decreto número 677, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado con fecha 27 de diciembre de 2016, autorizó las Tablas de Valores de Uso de Suelo y Construcción del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, para el ejercicio fiscal 2017.

CUARTO.  Que el Director del Instituto Coahuilense del Catastro y la Información Territorial, informa que, dentro de las publicaciones en el Periódico Oficial de las Tablas de Valores de Uso de Suelo y Construcción del Municipio de Arteaga, Coahuila para el ejercicio fiscal 2017, por un error involuntario en el cuadro de Congregaciones se omitió para este año incluir Sierra Hermosa y San Antonio de las Alazanas, por tal motivo solicita sean incluidas para el presente ejercicio fiscal.

QUINTO. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Hacienda, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.  Se modifica el apartado de Congregaciones de las Tablas de Valores de Uso de Suelo y Construcción del Municipio de Arteaga, Coahuila de Zaragoza del año 2017, contenidas en el Decreto número 677 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 27 de diciembre de 2016 para agregar las Congregaciones de Sierra Hermosa y San Antonio de las Alazanas, de dicho municipio, de acuerdo a los siguientes valores:

	CONGREGACIONES

	
	
	
	
	

	 
	 
	VALOR POR M2

	CONGREGACION
	CENTRO DE
	 
	A 2 KMS.

	 
	 
	POBLACION
	 
	A LA REDONDA

	SIERRA HERMOSA
	           27.99 
	
	13.99

	SAN ANTONIO DE LAS ALAZANA
	
	           34.44 
	
	13.99

	
	
	
	
	


T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de febrero de 2017.

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito dos bienes inmuebles; el primero con una superficie de 13,160.36 M2., y el segundo con una superficie de 3,904.63 M2., ubicadas en el Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de centros educativos de nivel preescolar, primaria y secundaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 442 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 11 de enero de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 02 de diciembre de 2016, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito dos bienes inmuebles; el primero con una superficie de 13,160.36 M2., y el segundo con una superficie de 3,904.63 M2., ubicadas en el Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 442 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El primer inmueble se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 34, del Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, con una superficie de 13,160.36 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 126.54 metros y colinda con calle Cañón de Alazanas.

Al Sur:

mide 126.54 metros y colinda con calle Cañón de Carboneras.

Al Oriente:

mide 104.00 metros y colinda con calle Lázaro Cárdenas.

Al Poniente:
mide 104.00 metros y colinda con calle José Mariano Monte Verde.

El segundo inmueble se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 56, del Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, con una superficie de 3,904.63 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 96.67 metros y colinda con calle Huachichiles.

Al Sur:

mide 96.72 metros y colinda con calle Cañón de Derramadero.

Al Oriente:

mide 38.90 metros y colinda con calle Sierra de Zapalinamé.

Al Poniente:
mide 41.88 metros y colinda con calle Ciénega del Toro.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 309725, Libro 30978, Sección I, de fecha 14 de noviembre de 2014.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de tres centros educativos de nivel preescolar, primaria y secundaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar brindar una mejor atención y servicio de salud a las familias del municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito dos bienes inmuebles; el primero con una superficie de 13,160.36 M2., y el segundo con una superficie de 3,904.63 M2., ubicadas en el Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 442 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El primer inmueble se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 34, del Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, con una superficie de 13,160.36 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 126.54 metros y colinda con calle Cañón de Alazanas.

Al Sur:

mide 126.54 metros y colinda con calle Cañón de Carboneras.

Al Oriente:

mide 104.00 metros y colinda con calle Lázaro Cárdenas.

Al Poniente:
mide 104.00 metros y colinda con calle José Mariano Monte Verde.

El segundo inmueble se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 56, del Fraccionamiento Nuevo Teresitas de esta ciudad, con una superficie de 3,904.63 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 96.67 metros y colinda con calle Huachichiles.

Al Sur:

mide 96.72 metros y colinda con calle Cañón de Derramadero.

Al Oriente:

mide 38.90 metros y colinda con calle Sierra de Zapalinamé.

Al Poniente:
mide 41.88 metros y colinda con calle Ciénega del Toro.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 309725, Libro 30978, Sección I, de fecha 14 de noviembre de 2014.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de tres centros educativos de nivel preescolar, primaria y secundaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de febrero de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,808.27 M2., ubicada en la colonia Sierra Blanca, de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 440 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de noviembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 12 de octubre de 2016, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,808.27 M2., ubicada en la colonia Sierra Blanca, de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 440 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote único, ubicado en la manzana 4, de la colonia Sierra Blanca de esta ciudad, con una superficie de 4,808.27 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 85.88 metros y colinda con calle Sierra Negra.

Al Sur:

mide 85.85 metros y colinda con calle Sierra Amarilla.

Al Este:

mide 56.00 metros y colinda con calle Sierra Verde.

Al Oeste:
mide 56.00 metros y colinda con calle Oriente.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 296725, Libro 2968, Sección I, de fecha 21 de enero de 2014.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel primaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar brindar una mejor atención y servicio de salud a las familias del municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,808.27 M2., ubicada en la colonia Sierra Blanca, de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 440 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote único, ubicado en la manzana 4, de la colonia Sierra Blanca de esta ciudad, con una superficie de 4,808.27 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 85.88 metros y colinda con calle Sierra Negra.

Al Sur:

mide 85.85 metros y colinda con calle Sierra Amarilla.

Al Este:

mide 56.00 metros y colinda con calle Sierra Verde.

Al Oeste:
mide 56.00 metros y colinda con calle Oriente.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 296725, Libro 2968, Sección I, de fecha 21 de enero de 2014.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel primaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de febrero de 2017. 
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 8,113.01 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de dos centros educativos; uno de nivel preescolar y otro de nivel primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 443 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de noviembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 12 de octubre de 2016, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 8,113.01 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 443 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 26, del Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, con una superficie de 8,113.01 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide en dos líneas, la primera en línea curva de 54.11 metros y colinda con calle Getafe, y la segunda de 4.92 metros y colinda con calles Getafe y Santander.

Al Surponiente:
mide en seis líneas curvas; la primera de 7.62 metros y colinda con calle Getafe y la Rioja, la segunda de 8.63 metros, la tercera de 8.43 metros, la cuarta de 16.68 metros, la quinta de 13.32 metros y la sexta de 4.04 metros, colindando las últimas cinco líneas con la calle La Rioja.

Al Suroriente:
mide en dos líneas curvas; la primera de 7.76 metros y colinda con calles La Rioja y Santander y la segunda de 130.82 metros y colinda con calle Santander.

Al Norponiente:
mide en dos líneas curvas;  la primera de 4.51 metros y la segunda de 126.45 metros y colindan ambas con calle Getafe.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 280807, Libro 2809, Sección I, de fecha 17 de enero de 2013.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de dos centros educativos; uno de nivel preescolar y otro de nivel primaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar brindar una mejor atención y servicio de salud a las familias del municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 8,113.01 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 443 publicado en el Periódico Oficial de fecha 27 de mayo de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote 1, ubicado en la manzana 26, del Fraccionamiento “Valencia” de esta ciudad, con una superficie de 8,113.01 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide en dos líneas, la primera en línea curva de 54.11 metros y colinda con calle Getafe, y la segunda de 4.92 metros y colinda con calles Getafe y Santander.

Al Surponiente:
mide en seis líneas curvas; la primera de 7.62 metros y colinda con calle Getafe y la Rioja, la segunda de 8.63 metros, la tercera de 8.43 metros, la cuarta de 16.68 metros, la quinta de 13.32 metros y la sexta de 4.04 metros, colindando las últimas cinco líneas con la calle La Rioja.

Al Suroriente:
mide en dos líneas curvas; la primera de 7.76 metros y colinda con calles La Rioja y Santander y la segunda de 130.82 metros y colinda con calle Santander.

Al Norponiente:
mide en dos líneas curvas;  la primera de 4.51 metros y la segunda de 126.45 metros y colindan ambas con calle Getafe.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 280807, Libro 2809, Sección I, de fecha 17 de enero de 2013.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de dos centros educativos; uno de nivel preescolar y otro de nivel primaria. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de febrero de 2017. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud, el cual fue desincorporado con Decreto número 460 publicado en el Periódico Oficial de fecha 28 de junio de 2016.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 11 de enero de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 02 de diciembre de 2016, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el cual fue desincorporado con Decreto número 460 publicado en el Periódico Oficial de fecha 28 de junio de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de la Manzana 75, ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000” primera ampliación de esta ciudad, con una superficie de 4,640.573 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 54.288 metros y curva de 50.043 metros y colinda con calle Palacio del Congreso.

Al Sur:

mide 104.190 metros y colinda con Blvd. Museo del Desierto.

Al Oriente:
mide 42.692 metros y colinda lote 02 y lote 11 área comercial de la manzana 75.

Al Poniente:
mide 53.895 metros y colinda con área municipal

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 179480, Libro 1795, Sección I, de fecha 11 de diciembre de 2006.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar brindar una mejor atención y servicio de salud a las familias del municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 4,640.573 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000”, a favor del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el cual fue desincorporado con Decreto número 460 publicado en el Periódico Oficial de fecha 28 de junio de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de la Manzana 75, ubicada en el Fraccionamiento “Saltillo 2000” primera ampliación de esta ciudad, con una superficie de 4,640.573 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 54.288 metros y curva de 50.043 metros y colinda con calle Palacio del Congreso.

Al Sur:

mide 104.190 metros y colinda con Blvd. Museo del Desierto.

Al Oriente:
mide 42.692 metros y colinda lote 02 y lote 11 área comercial de la manzana 75.

Al Poniente:
mide 53.895 metros y colinda con área municipal

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 179480, Libro 1795, Sección I, de fecha 11 de diciembre de 2006.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de una Unidad de Medicina Familiar de 10 consultorios más 5 PREVENIMSS para brindar servicios públicos de salud. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de febrero de 2017. 
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 
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	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren
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EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso en su modalidad de subasta pública, un bien inmueble con una superficie de  23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, a favor del C. Francisco Javier Navarro Galindo, con el objeto de que el producto de la venta realizada deberá destinarse única y exclusivamente en servicios públicos municipales, el cual fue desincorporado con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial de fecha 29 de noviembre de 2016.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 17 de enero de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo número 320 de fecha 20 de diciembre de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título oneroso en su modalidad de subasta pública, un bien inmueble con una superficie de 23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, a favor del C. Francisco Javier Navarro Galindo, el cual fue desincorporado con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial de fecha 29 de noviembre de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como Lote número 23, con una superficie de              23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 23,242.46 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST.
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	0
	2,040.114
	1,996.353

	0
	1
	N 61°14’51.47” W
	135.050
	1
	2,002.329
	1,866.697

	1
	2
	N 16°14’51.47” W
	10.300
	2
	2,007.283
	1,857.667

	2
	3
	N 28°45’08.53” E
	161.930
	3
	2,162.746
	1,812.361

	3
	4
	N 88°13’18.32” E
	8.340
	4
	2,170.058
	1,816.372

	4
	5
	S 48°22’55.87” E
	141.860
	5
	2,174.460
	1,958.164

	5
	6
	S 16°14’51.47” E
	11.250
	6
	2,166.988
	1,966.574

	6
	7
	S 28°45’08.53” W
	123.230
	7
	2,048.680
	2,001.053

	7
	0
	S 73°45’08.53” W
	9.770
	0
	2,040.114
	1,996.353


y con las siguientes medidas y colindancias: al Norte mide 141.86 metros y colinda con Avenida Las Torres, al Sur mide 13.050 metros y colinda con Avenida Pedregal, al Oriente mide 123.230 metros y colinda con Boulevard Los Vientos y al Poniente mide 181.930 y colinda con calle sin nombre.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la Ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 11090, Folio 228, Libro 36-B, Sección I, de fecha 6 de noviembre de 1989.

TERCERO. La autorización de esta operación es con el objeto de que el producto de la venta realizada deberá destinarse única y exclusivamente en servicios públicos municipales.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Ramos Arizpe, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de garantizar que el objeto de que el producto de la venta realizada deberá destinarse única y exclusivamente en servicios públicos municipales, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título oneroso en su modalidad de subasta pública, un bien inmueble con una superficie de 23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, a favor del C. Francisco Javier Navarro Galindo, el cual fue desincorporado con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial de fecha 29 de noviembre de 2016.
El inmueble antes mencionado se identifica como Lote número 23, con una superficie de              23,242.46 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Cañón Colorado” de esa ciudad, y se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 23,242.46 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST.
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	0
	2,040.114
	1,996.353

	0
	1
	N 61°14’51.47” W
	135.050
	1
	2,002.329
	1,866.697

	1
	2
	N 16°14’51.47” W
	10.300
	2
	2,007.283
	1,857.667

	2
	3
	N 28°45’08.53” E
	161.930
	3
	2,162.746
	1,812.361

	3
	4
	N 88°13’18.32” E
	8.340
	4
	2,170.058
	1,816.372

	4
	5
	S 48°22’55.87” E
	141.860
	5
	2,174.460
	1,958.164

	5
	6
	S 16°14’51.47” E
	11.250
	6
	2,166.988
	1,966.574

	6
	7
	S 28°45’08.53” W
	123.230
	7
	2,048.680
	2,001.053

	7
	0
	S 73°45’08.53” W
	9.770
	0
	2,040.114
	1,996.353


y con las siguientes medidas y colindancias: al Norte mide 141.86 metros y colinda con Avenida Las Torres, al Sur mide 13.050 metros y colinda con Avenida Pedregal, al Oriente mide 123.230 metros y colinda con Boulevard Los Vientos y al Poniente mide 181.930 y colinda con calle sin nombre.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la Ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 11090, Folio 228, Libro 36-B, Sección I, de fecha 6 de noviembre de 1989.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con el objeto de que el producto de la venta realizada deberá destinarse única y exclusivamente en servicios públicos municipales. 

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del adquiriente.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.
TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de febrero de 2017. 
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador
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	Dip. Leonardo Jiménez Camacho.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.
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ABSTENCIÓN

EN CONTRA
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